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I
Diagnóstico de la situación, a fines de 2001,
de las áreas y mercados privatizados

I.1. Las privatizaciones y sus impactos macroeconómicos,
institucionales y sociales

Según se desprende o infiere de las últimas consideraciones
de la Introducción, los resultados generales obtenidos por las
privatizaciones en la Argentina en poco se condicen con los obje-
tivos enunciados en los inicios del programa de privatización.
Muy por el contrario, como podía preverse en consonancia con
el carácter, las modalidades e incluso los objetivos subyacentes
reales, la mayor parte de los impactos derivados directa y/o indi-
rectamente de las privatizaciones son, desde una perspectiva so-
cial, por demás regresivos en lo económico y excluyentes en lo
social.

Al respecto, es suficiente observar buena parte de tales efectos para
constatar que el desarrollo de ese vasto programa ha conllevado una
multiplicidad de aspectos críticos que, incluso, denotan serias restric-
ciones en cuanto a la posible reversión de los mismos. En ese marco,
y a simple título ilustrativo, en esta parte del trabajo se pasa revista a
los principales efectos de las privatizaciones sobre las estructuras de
precios y rentabilidades relativas de la economía, sobre la
competitividad de la misma, la conformación y consolidación de mo-
nopolios y oligopolios privados (atento a las dificultades técnicas y/o
normativas para introducir competencia), y la consiguiente transfe-
rencia de poder regulador sobre los mercados involucrados a un redu-
cido –pero muy poderoso– núcleo de agentes económicos; asimismo
se consideran las consecuencias sobre el sector externo –a corto y
largo plazo, tanto en el mercado de bienes como de capitales–, sobre
las arcas fiscales, la distribución del ingreso y el empleo, y sobre la
formación de capital y su composición. Se pretende, de esa forma,
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contar con una primera visión totalizadora de los principales impac-
tos macroeconómicos que han devenido del programa privatizador
en la Argentina.

La estructura de precios y rentabilidades relativas de la economía

El tratamiento de la evolución de los precios y de las tarifas de los
servicios públicos se asocia con algunas de las argumentaciones
profusamente divulgadas a favor de las privatizaciones. En este caso,
la idea rectora o de sustento a favor de las mismas era que las empre-
sas públicas necesitaban una inyección de capital cuya magnitud -en
el marco de la llamada “quiebra del Estado”- sólo podía proveerla el
sector privado, a fin de aumentar la productividad y la eficiencia de
estas compañías en beneficio del conjunto de la población. En otros
términos, la transferencia al capital concentrado de las principales
firmas del Estado argentino generaría per se un aumento en la eficien-
cia de las empresas que redundaría en crecientes niveles de “bienestar
general” que no tardarían en “derramarse” sobre el conjunto de la
población, en especial sobre los sectores de menores ingresos (bajo la
forma de, por ejemplo, tarifas decrecientes y/o una mejor calidad y/o
cobertura en la prestación de los servicios).

Sin duda, una vez privatizadas, muchas de las empresas de servi-
cios públicos mejoraron la calidad de sus prestaciones sobre todo con
respecto a los parámetros registrados a fines de los ochenta –si bien
en varias ocasiones muy por debajo de sus compromisos contractua-
les–, aumentaron su “eficiencia microeconómica” y, fundamentalmen-
te, su productividad. Ahora bien, si ello y la consiguiente disminución
de los costos operativos de las empresas no se traducen en una cierta
reducción en las tarifas (manteniendo un margen de beneficio “justo”
y “razonable” para las firmas prestatarias), no es el conjunto de la
sociedad el que se beneficia de dicha caída de los costos sino tan solo
ese reducido grupo de empresas prestatarias de los servicios, las que
ven incrementar sustancialmente sus ya elevadas rentas garantizadas
en el mismo momento de su transferencia.

Este parece ser el caso prácticamente excluyente, si se tiene en
cuenta la evolución de las tarifas de los servicios públicos y de las
ganancias extraordinarias que han internalizado los distintos consor-
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cios adjudicatarios de las empresas privatizadas desde que iniciaron
sus actividades.

Tal como se observa en el Cuadro Nº1 que sintetiza, para el perío-
do comprendido entre marzo de 19911 y junio de 2001, la evolución
de los precios y tarifas de una selección de servicios públicos privati-
zados en relación con la variación de los precios mayoristas2, el incre-
mento en las tarifas de estos servicios no parece reflejar, en la mayoría
de los casos, transferencia alguna de los importantes incrementos de
productividad y eficiencia de las empresas privatizadas.

Cuadro Nº1
Variación de precios y tarifas seleccionados,

marzo 1991-junio 2001
(índice base marzo 1991 = 100)

 Sector Índice
Junio 2001

Índice de Precios Mayoristas Nivel General 115,8
Corredores viales* 142,7

Telefonía básica (pulso telefónico) 124,4

Gas natural (promedio) 149,0
Residencial 227,0
Pequeñas y medianas empresas 123,8
Gran Usuario Industrial (Interrumpible) 106,3
Gran Usuario Industria (firme) 111,3

Energía eléctrica
Residencial de bajo consumo 101,2
Residencial de alto consumo 29,3
Industrial de bajo consumo 75,9
Industrial de alto consumo 57,6

*Abril 1991=100.
Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a información oficial.

1. Momento en que se lanza el Plan de Convertibilidad.
2. Se trata del Índice de Precios Internos al por Mayor (IPIM).
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Así, por ejemplo, el incremento promedio ponderado en las tarifas
de peaje (42,7%) supera el aumento correspondiente al IPIM (15,8%).
Este incremento registrado en los peajes de las principales rutas na-
cionales conllevó un aumento considerable de los costos del trans-
porte, el que para muchas firmas constituye uno de los componentes
centrales del denominado “costo empresario”, y, como tal, ha jugado
un papel central en la explicación de la crisis que atravesaron muchas
economías regionales durante los años noventa.

Con respecto al gas natural, en el transcurso del período analizado
la tarifa promedio aumentó un 49,0%. En este caso, para aproximarse
al impacto distributivo de este incremento corresponde distinguir la
evolución de las tarifas residenciales de las abonadas por los usuarios
industriales. Como se observa en el cuadro mencionado, el incremen-
to registrado en la tarifa del gas de uso residencial (127,0%) es, por
lejos, el mayor desde el lanzamiento del Plan de Convertibilidad has-
ta mediados de 2001. En cuanto a las tarifas no residenciales, cabe
distinguir la evolución de las correspondientes a las pequeñas y me-
dianas empresas (que aumentaron un 23,8%, magnitud levemente
superior al incremento del IPIM) de aquellas abonadas por los gran-
des usuarios industriales que, al aumentar moderadamente, dieron
lugar en términos reales a una reducción en el costo del gas para este
subconjunto de usuarios.

Esta evolución asimétrica entre las tarifas reales de los distintos
tipos de usuario de gas refleja dos clases de transferencias asociadas a
una importante reconfiguración de la estructura tarifaria del sector:
en primer lugar, de los usuarios residenciales a los no residenciales, y,
en segundo lugar,  de los pequeños y medianos usuarios hacia los
grandes consumidores industriales, en el interior del segundo grupo.

Ese incremento y reestructuración tarifarios se produjeron princi-
palmente antes de la privatización de la ex-Gas del Estado. En efecto,
entre marzo de 1991 y enero de 19933 la tarifa promedio del gas au-
mentó un 30,0%. Nuevamente, dicho aumento se explica sobre todo
por el incremento en las tarifas residenciales (del 101,2% entre marzo
de 1991 y enero de 1993), ya que los restantes precios o bien se

3. Fecha en la que se hace efectiva la privatización de la empresa estatal que
prestaba los servicios de transporte y distribución de gas natural.
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incrementaron muy levemente (es el caso de los abonados por los
pequeños y medianos usuarios no domésticos) o bien disminuyeron
(como en el caso de las grandes empresas).

Este fenómeno se asemeja a lo ocurrido en el caso de las tarifas de
energía eléctrica, donde las principales modificaciones en la estructu-
ra tarifaria también fueron aplicadas con anterioridad a la firma de los
contratos de concesión. Ello se debe a la reestructuración de los pre-
cios relativos del sector y, fundamentalmente, al elevado grado de
hidraulicidad verificado en las regiones donde se ubican las principa-
les represas hidroeléctricas del país –a lo que se suma el ingreso ope-
rativo de nuevas plantas de generación de ciclo combinado–; esto
indujo a que se incremente la oferta de energía eléctrica de manera
significativa y, por lo tanto, produjo una disminución en su precio
mayorista.

Sin embargo, cabe destacar que, como en el caso gasífero, en este
sector también se manifiestan evoluciones diferenciales, según el tipo
de usuario, que asimismo denotan un sesgo regresivo en materia de
distribución del ingreso. En efecto, las tarifas residenciales reflejan en
su interior dos comportamientos contrastantes: mientras las corres-
pondientes a los usuarios de bajo consumo se incrementaron el 1,2%,
la de los usuarios residenciales decrecieron el 70,7%. En otras pala-
bras, dada la estrecha correlación entre los niveles de consumo y los
ingresos de los distintos hogares, puede inferirse que el sector que
menos se benefició con el reordenamiento de los precios del mercado
eléctrico fue el conformado por los segmentos de la población con
menores ingresos.

Los ajustes tarifarios efectuados en el período previo a la
privatización se manifiestan con particular intensidad en el caso del
servicio básico telefónico. En efecto, entre enero de 1990 y noviembre
del mismo año4, durante la intervención de ENTel a cargo de la Ing.
María Julia Alsogaray, el valor del pulso telefónico medido en dólares
estadounidenses aumentó un 711% (pasó de u$s 0,47 centavos a u$s
3,81 centavos), al tiempo que los precios mayoristas se incrementaron
el 450% y la cotización del dólar aumentó apenas el 235%.

4. Fecha en la que se firman los contratos de transferencia.
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Si bien, como surge de la información presentada, entre marzo
de 1991 y junio de 2001 el incremento del costo del valor del pulso
telefónico (24,4%) resulta ligeramente superior al registrado por el
IPIM, tal evolución relativa no contempla el notable salto de nivel
que supuso el aumento instrumentado antes de la privatización. Al
margen del mencionado rebalanceo, que dio lugar a comienzos de
1997 a un nuevo y considerable incremento del costo del servicio
para los usuarios (especialmente para los residenciales de bajo con-
sumo), el nivel tarifario con que se inició la gestión privada de la ex-
ENTel –comparativamente muy elevado a nivel mundial– redundó
en márgenes de rentabilidad significativamente superiores a los re-
gistrados internacionalmente. Cabe resaltar que si bien el pulso te-
lefónico es la variable sobre la que se concentra la regulación tarifaria,
se han registrado incrementos sustantivos del costo del servicio sin
modificación alguna en el valor del mismo (eliminación de los llama-
dos pulsos libres, modificación del ritmo de tasación de las llamadas,
etc.). Al respecto, cuando se compara el costo del servicio telefónico
en la Argentina para los usuarios residenciales –en función del salario
medio industrial– con el brindado en España, Estados Unidos, Fran-
cia y Gran Bretaña, se observa cómo en la Argentina dicho costo re-
presentó, durante los años noventa, más del doble que en el resto de
los países individualmente considerados, y más del triple si se consi-
dera su promedio5.

En suma, más allá del ejemplo que brinda la energía eléctrica, es
indudable que durante la vigencia del Plan de Convertibilidad se asis-
tió en la economía argentina a la configuración y consolidación de
una nueva estructura de precios relativos que ha tendido a favorecer a
las áreas privatizadas proveedoras de servicios en detrimento, funda-
mentalmente, de los sectores productores de bienes transables.

Esta evolución de los precios relativos de la economía a favor de los
servicios públicos privatizados remite a la consideración de, por un lado,
una clara “ineficiencia” –plenamente funcional a los intereses de las
firmas prestatarias– de los entes reguladores en el control efectivo de

5. Véase Abeles, M., Forcinito, K. y Schorr, M. (2001), El oligopolio telefónico
frente a la liberalización del mercado. De la privatización de ENTel a la conformación
de los grupos multimedia, FLACSO/Universidad Nacional de Quilmes/IDEP, Buenos
Aires.
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tales precios y tarifas, y, por otro, lo que podría llegar a caracterizarse
como una forma de indexación flexible de dichos valores.

En el primer caso, a simple título ilustrativo, cabe mencionar la
casi total desatención oficial por hacer cumplir las cláusulas de “neu-
tralidad tributaria” o “estabilidad impositiva” contempladas tanto en
los contratos de transferencia de las distintas empresas o servicios
privatizados como en la ley que instaura el llamado Pacto Fiscal Fede-
ral.

Los marcos que regulan los distintos servicios públicos privatiza-
dos establecen que las empresas prestadoras pueden (y en ciertos ca-
sos deben) trasladar a las tarifas finales abonadas por los usuarios las
variaciones de costos originadas en cambios de las normas tributarias
(excepto en el impuesto a las ganancias). Con ello se procuró, en su
momento, que cualquier modificación en la política tributaria no re-
percutiera sobre la rentabilidad de las empresas. En otras palabras, las
reducciones impositivas (y el consiguiente “sacrificio fiscal” sobre las
cuentas públicas resultante de las mismas) debían derivar en menores
tarifas para los usuarios y consumidores; al tiempo que una posible
mayor presión fiscal sobre las empresas no las afectaría en tanto con-
llevaría un aumento tarifario compensatorio.

Al respecto, durante los años noventa y en el marco de una cre-
ciente regresividad de la estructura tributaria, se han ido sucediendo
diversas disposiciones legales que en materia impositiva determi-
naron reducciones de consideración en la carga fiscal que afecta al
conjunto de las empresas prestatarias de los servicios públicos pri-
vatizados. Se trata, sin duda, de una amplia y diversificada gama
de tributos cuya supresión, reducción de las bases imponibles y/o
de las alícuotas respectivas conlleva importantes reducciones en
los costos de las empresas prestadoras de los servicios públicos
privatizados. No obstante, el seguimiento de la relación de la evo-
lución de las tarifas de los distintos servicios con las respectivas
cláusulas normativas vinculadas a los ajustes periódicos de las
mismas sugiere la no-observancia empresaria –y la inexistencia de
control regulador alguno al respecto– de la correspondiente trans-
ferencia a los usuarios de las reducciones de las cargas impositivas
derivadas de la exención y/o supresión de diversos gravámenes y
de las menores alícuotas impositivas y/o bases imponibles de de-
terminados tributos. Naturalmente, ello generó beneficios extraor-
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dinarios adicionales apropiados en forma ilegal por las empresas
prestatarias. Cabe destacar que el tema no ha merecido atención
alguna por parte de la casi totalidad de los entes reguladores que,
ante esa no-observancia empresaria de la correspondiente transfe-
rencia a los usuarios de tales reducciones en la carga fiscal, no han
ejercido su papel de reguladores del mercado y de “protectores” de
los derechos del consumidor. Si bien los entes reguladores en ge-
neral han venido omitiendo su intervención ante la no-transferen-
cia a usuarios y consumidores de tal “sacrificio fiscal”, hay ciertas
excepciones que merecen ser resaltadas; más aún cuando, paradó-
jicamente, las acciones emprendidas denotan la aplicación de cri-
terios ad hoc que no se condicen con la normativa vigente y revelan
tanto una ostensible captura institucional de los organismos de con-
trol por parte de las firmas sujetas a regulación como que las lla-
madas “debilidades regulatorias” no son tales si se las evalúa desde
el punto de vista de la lógica de acumulación y reproducción del
capital de las empresas privatizadas. Se trata, más precisamente,
de las resoluciones sancionadas por el ENRE y el ENARGAS rela-
cionadas con las reducciones en los aportes patronales, dispuestas
a partir de enero de 1994.

Tanto en el ámbito del ENRE como en el del ENARGAS, recién en
1999 se dispuso el traslado a las tarifas de las disminuciones de las
contribuciones sociales sobre la nómina salarial con destino al llama-
do “Sistema Único de Seguridad Social”. Sin embargo, y sin mayores
justificaciones fundadas al respecto, en ambos casos la “neutralidad
tributaria” –es decir, la reducción de las tarifas– fue aplicada exclusi-
vamente sobre los grandes consumidores industriales (aquellos que
por la naturaleza de sus procesos productivos pueden utilizar indis-
tintamente gas natural, electricidad o fuel oil como insumos energéti-
cos), mientras que los usuarios cautivos de las distribuidoras (en
especial los residenciales) quedaron al margen de dicho “beneficio”.
En consecuencia, las asimetrías regulatorias implícitas resultaron, una
vez más, plenamente funcionales a las estrategias de las firmas que
actúan en los sectores mencionados, en los cuales las escasas –aunque
potencialmente crecientes– posibilidades de introducir competencia
en los mercados se circunscriben a los segmentos de más altos consu-
mos (precisamente, los únicos a los que se les aplicó la disminución
tarifaria).
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Como fuera señalado, la llamada indexación flexible de las tarifas
de los servicios públicos privatizados constituye uno de los principa-
les factores explicativos de las formas que han ido adoptando los cam-
bios en la estructura de precios relativos de la economía argentina en
el transcurso de los años noventa. Con esa expresión se intenta refle-
jar un fenómeno recurrente en la mayoría de los servicios: la perma-
nente modificación de determinadas cláusulas contractuales. Sin
embargo, éstas no han estado vinculadas a la necesidad de resolver y/
o superar determinadas imprecisiones o imprevisiones normativas.
Por el contrario, en la mayoría de los casos se han centrado en modi-
ficaciones que han alterado –siempre con un mismo sentido– las tari-
fas de los distintos servicios, las respectivas cláusulas de ajuste
periódico, los compromisos de inversión de las empresas –general-
mente incumplidos– y/o los plazos de concesión de los servicios.

Así, por ejemplo, las tarifas de las concesiones de los corredores
viales nacionales originalmente se ajustaban según la evolución de
un índice combinado de precios, el cual estaba conformado por un
40% de las variaciones registradas por el índice de precios al por
mayor, un 30% del índice de precios al consumidor y el 30% restan-
te de acuerdo a la evolución del dólar. En el marco del lanzamiento
del Plan de Convertibilidad se desarrolló la primera renegociación
de los contratos. Como resultado de ello, y a pesar de la prohibición
explícita de la Ley de Convertibilidad de toda cláusula de indexación
de precios6, se dispuso que dicho ajuste periódico de tarifas se reali-
zaría anualmente aplicando el 80% de la tasa internacional Libo,
sumado a otro ajuste (durante los tres años subsiguientes) pre-acor-
dado con los concesionarios. Dado que en el contexto de esa
renegociación se redujo el valor de la tarifa de peaje hasta fijarla
aproximadamente en un dólar por cada cien kilómetros, se decidió
resarcir a los concesionarios eliminando el canon que los mismos
debían pagarle al Estado y se les concedió a cambio: un subsidio
anual compensatorio de los ingresos que habrían dejado de percibir

6. En su Artículo 10, la Ley de Convertibilidad (Nº23.928) establece que a partir
de su entrada en vigencia quedan derogadas “todas las normas legales o reglamenta-
rias que establecen o autorizan la indexación por precios, actualización monetaria,
variación de costos, o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impues-
tos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios”.
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por la reducción de las tarifas –resolución oficial que resulta paradó-
jica en tanto se consideraba que tales tarifas eran “contrarias al interés
general”, “abusivas” y “desproporcionadas en relación al servicio”7–,
la ampliación del plazo de concesión y la postergación de la ejecución
de los distintos planes de inversiones comprometidos en los contra-
tos originales.

Así, las llamadas compensaciones indemnizatorias (que en sus ini-
cios fueron alrededor de 65 millones de dólares anuales) les permitie-
ron a las empresas concesionarias no ver afectados sus ingresos reales
y a la vez mantener una cláusula de ajuste periódico –violatoria de la
Ley de Convertibilidad– que, sumada al incremento del tránsito
vehicular que se verificó durante la década pasada, les permitió obte-
ner altos ingresos y márgenes de rentabilidad. Cabe resaltar que tales
compensaciones resultan contradictorias con los propios fundamen-
tos del sistema de peaje (“paga el que usa”), en tanto ha sido la socie-
dad en su conjunto la que ha subsidiado a los concesionarios8.

Hacia fines de 1995, con el objetivo fiscal de eliminar la pesada car-
ga que implicaba el pago de esas compensaciones indemnizatorias se
decidió encarar una nueva renegociación contractual. Con la única ex-
cepción del Corredor Nº 18, la misma recién concluyó en 20019 mien-
tras se mantenían los factores de ajuste periódico de las tarifas y los

7. Véase Decreto Nº 527/91, por el que se convoca a la renegociación de los con-
tratos con los concesionarios.

8. Posteriormente, siempre bajo el criterio de mantener inalterada la ecuación
económico-financiera de las empresas –que se sustentaba en tarifas “abusivas” que
conspiraban “contra el interés general”– las “compensaciones indemnizatorias” fue-
ron engrosadas con el objetivo de  “compensar” también algunos retrasos en la apli-
cación de los ajustes periódicos y la profusión de diversas disposiciones, desde
mediados de 1999, tendientes a abaratar el valor de las tarifas de peaje para los usua-
rios. Las indemnizaciones percibidas por los concesionarios hasta el mes de octubre
de 2001 ascienden a más de 1.070 millones de dólares, al tiempo que las fijadas para
el período noviembre de 2001 a octubre de 2003 se elevan a 922 millones de pesos
(Decretos Nº 802/01 y 976/02). Véase al respecto Azpiazu, D. (2002), “Las
privatizaciones en la Argentina. La infraestructura vial: debilidades y discontinuidades
normativas y regulatorias”, Mimeo, Río de Janeiro.

9. Véase Decreto Nº 92/01, por el que el Estado le reconoce a los concesionarios
una deuda en concepto de “compensaciones indemnizatorias” superior a los 300
millones de pesos al tiempo que, entre otras, las exime de cumplimentar con diversas
obras comprometidas contractualmente.
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correspondientes subsidios públicos. La renegociación del Corredor
Nº18 (que une a Buenos Aires con las provincias de Entre Ríos y Co-
rrientes), paradójicamente el único que no percibía tal tipo de subsidio,
derivó en una ampliación por 13 años del plazo de la concesión y en la
dolarización de la tarifa de peaje, la que pasó a ajustarse anualmente
según las variaciones del índice de precios al consumidor de los EE.UU.

De todas maneras, y al margen de las especificidades de este últi-
mo corredor, desde el punto de vista tarifario el valor extremo de la
serie se alcanzó –con base en abril de 1991– en setiembre de 1999 con
un 69,7% de aumento, cuando en idéntico lapso los precios mayoris-
tas sólo se habían incrementado el 12,5%.

La dolarización de las tarifas y la formulación de cláusulas de
ajuste sobre la base de la inflación estadounidense encuentran su
principal antecedente en la regulación de las tarifas del servicio bá-
sico telefónico, la que también fue objeto de sucesivas renegocia-
ciones. En efecto, las cláusulas tarifarias incluidas en el marco
regulador del servicio telefónico sufrieron diversas modificaciones
desde su formulación original en el inicio del proceso de privatización
de ENTel.

Originalmente, el valor del pulso telefónico, expresado en moneda
local, se ajustaría según la evolución del índice de precios al consumi-
dor. Dicha cláusula fue objeto de algunas modificaciones al momento
de la firma de los contratos de transferencia con las licenciatarias pri-
vadas. A partir de entonces se incorporó, en total correspondencia
con los intereses empresarios, una nueva y complementaria cláusula
de ajuste tendiente a morigerar el posible impacto sobre los costos
empresarios de eventuales modificaciones en el tipo de cambio. Así,
al preverse un proceso de devaluación de la moneda local, dado que
durante el proceso hiperinflacionario de 1990 el tipo de cambio había
quedado rezagado con respecto a la evolución de los precios domésti-
cos, se dispuso la aplicación de una fórmula combinada de ajuste
tarifario entre las variaciones en el IPC y la paridad cambiaria con el
dólar.

Ahora bien, con la sanción de la Ley de Convertibilidad quedó
prohibida explícitamente la aplicación de toda cláusula de ajuste pe-
riódico de precios. En ese marco se recurrió a una artimaña legal de
más que dudosa legalidad, instrumentada a partir del Decreto Nº2.585/
91. En el mismo se explicita que la Ley de Convertibilidad constituye
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un “obstáculo legal insalvable por el que quedan sin efecto las dispo-
siciones del mecanismo de actualización automática del valor del pul-
so telefónico”, en función de lo cual resulta “conveniente expresar el
valor del pulso telefónico en dólares estadounidenses”, ya que “es
legalmente aceptable contemplar las variaciones de precios en otros
países de economías estabilizadas como, por ejemplo, los Estados
Unidos de América” (sic). A partir de entonces el valor del pulso tele-
fónico quedó expresado en dólares y pasó a ajustarse semestralmente
(en abril y octubre) según la evolución del índice de precios al consu-
midor de los EE.UU., con el consiguiente seguro de cambio que se le
concedió a las licenciatarias.

Esta ostensible funcionalidad de la normativa sectorial en relación
con los intereses de las dos licenciatarias del servicio básico telefónico
y la total despreocupación estatal por proteger los derechos de los
usuarios y consumidores se evidenciaron, una vez más, con la
implementación a mediados de 1997 del llamado rebalanceo tarifario,
mediante el cual se redujeron las tarifas de larga distancia y se encare-
cieron las urbanas. Como producto de ello se tendió a conformar una
estructura de precios relativos que, más allá de sus implicancias
socioeconómicas regresivas, le brindó a las dos telefónicas la posibili-
dad de posicionarse estratégicamente ante la –por entonces futura–
apertura del mercado a la competencia. Es decir, a partir del abarata-
miento de las tarifas del segmento más competitivo del mercado, el
rebalanceo supuso, con vistas a la liberalización del sector, un incre-
mento de las “barreras a la entrada” al segmento de larga distancia –el
potencialmente más competitivo del mercado– y el encarecimiento de
las tarifas de aquel segmento en el que, más allá de la desregulación,
resultará más dificultosa la introducción de competencia efectiva10.

10. Con respecto al rebalanceo de las tarifas telefónicas, vale la pena destacar que
la reconfiguración de los cuadros tarifarios había sido establecida en el Decreto
Nº2.585/91. Mediante dicha normativa se autorizó la reestructuración de los cuadros
tarifarios en función de un mecanismo que permitía la compensación de reducciones
en las tarifas internacionales e interurbanas con incrementos en el costo del servicio
urbano, siempre y cuando ello tuviera efectos neutrales sobre los ingresos empresa-
rios. Sin embargo, esto último no se cumplió, lo cual se visualiza en que entre 1996 y
1997 (esto es, antes y después del rebalanceo) se registró un incremento de conside-
ración en las ventas y, fundamentalmente, en las ganancias de Telecom Argentina y
Telefónica de Argentina, así como en sus respectivas tasas de rentabilidad.
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La descripción detallada del mecanismo por medio del cual se lo-
gró sortear el obstáculo que supuso la sanción de la Ley de
Convertibilidad (en materia de indexación de precios) remite al he-
cho de que, en las privatizaciones realizadas con posterioridad a la
sanción del Decreto Nº2.585/91, se procedió a incluir cláusulas de
ajuste similares –todas ellas ilegales, en términos de las taxativas dis-
posiciones de la Ley de Convertibilidad– en base a la dolarización de
las tarifas y su posterior ajuste por índices de precios de los EE.UU. Se
trata de los sectores eléctrico y gasífero, donde rigen mecanismos de
ajuste tarifario semestrales basados en la evolución de los precios de
EE.UU. incorporados en los contratos originales firmados por el Esta-
do con las distribuidoras y transportistas de gas natural y energía eléc-
trica. En estos sectores se conjuga la dolarización de las tarifas con la
aplicación de diversos ajustes estacionales. En el primer caso, están
contempladas cuatro revisiones anuales: en los meses de mayo y octu-
bre se trasladan a toda la cadena gasífera las modificaciones en el va-
lor del gas en el mercado mayorista; y en enero y julio, las variaciones
en el índice de precios mayoristas de los EE.UU.

Por su parte, en el ámbito de la energía eléctrica donde también las
tarifas están dolarizadas, los ajustes periódicos están vinculados con
la evolución de los precios del mercado mayorista (mayo y noviembre
de cada año), con las variaciones de un índice combinado de precios
de los EE.UU. (67% de los mayoristas y 33% de los minoristas) en los
mismos meses y con los ajustes previstos en los contratos celebrados
por la ex-SEGBA –transferidos a las nuevas distribuidoras privadas–
con algunas de las principales centrales generadoras, en el mes de
mayo de cada año11.

La recurrencia a la renegociación de los contratos originales de
transferencia o concesión excede el ámbito de los sectores considera-
dos hasta aquí. De hecho ello también se ha manifestado con distintas
intensidades, por ejemplo, en la prestación de servicios sanitarios y
en el transporte ferroviario de pasajeros.

11. Cabe destacar que tanto en el sector gasífero como en el eléctrico, la
dolarización de las tarifas y las cláusulas que tornan viable la indexación de las mis-
mas, en función del comportamiento de los precios estadounidenses, no están inclui-
das en las respectivas leyes marco sino en sus decretos reglamentarios y/o en los
contratos de concesión.
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Habiéndose hecho cargo de la ex-Obras Sanitarias de la Nación en
mayo de 1993 y como resultado de una solicitud de “revisión extraor-
dinaria” de las tarifas en julio de 1994, Aguas Argentinas obtuvo el
reconocimiento estatal de un aumento tarifario del 13,5%. Esto mere-
ce ser destacado por cuanto la licitación se adjudicó a este consorcio
en tanto fue el que ofreció el mayor descuento sobre la tarifa que
cobraba la compañía estatal –que había sido incrementada
sustancialmente antes de su transferencia– y, en particular, porque el
marco regulador establecía no sólo que las tarifas no podrían
incrementarse por un lapso de diez años sino que, incluso, debían
disminuir como producto de las revisiones ordinarias previstas en el
contrato de concesión.

Hacia fines de 1997, como existían causales suficientes para res-
cindir el contrato de concesión (dados los manifiestos incumplimien-
tos contractuales de la empresa que fueron convalidados por el ente
regulador), la administración Menem optó por renegociar las condi-
ciones en que debía operar la empresa, pero lo hizo en términos ple-
namente convergentes con los intereses de ésta. Así, entre las
principales modificaciones introducidas en esta nueva renegociación
cabe resaltar: el incremento de las tarifas y la cancelación o posterga-
ción de diversas inversiones comprometidas originalmente. A su vez,
al incorporarse la posibilidad de una “revisión extraordinaria” de tari-
fas por año, en mayo de 1998 la empresa obtuvo un nuevo aumento
tarifario del 5,1%.

Con posterioridad a esta revisión del contrato de concesión, enca-
rada a mediados de 1997, se sucedieron nuevas renegociaciones12 que
se inscribieron en la misma lógica de las precedentes13 en tanto supu-
sieron, entre otros aspectos, un nuevo incremento de las tarifas, la
introducción de cláusulas de ajuste de precios violatorias de la Ley de
Convertibilidad (las tarifas fijadas en pesos se indexan anualmente de
acuerdo a la inflación estadounidense), la modificación de ciertas obli-

12. Bajo la gestión de la Ing. María Julia Alsogaray en la Secretaría de Recursos
Naturales y Medio Ambiente.

13. Azpiazu, D. y Forcinito, K. (2001), “La renegociación permanente, los in-
cumplimientos empresarios y las rentas de privilegio. La regulación pública del siste-
ma de agua y saneamiento en el Área Metropolitana”, Documento de Trabajo Nº2 del
Proyecto “Privatización y Regulación en la Economía Argentina”, FLACSO-Sede Ar-
gentina, Buenos Aires.
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gaciones contractuales asumidas por la firma (en particular, en mate-
ria de inversiones y de calidad y expansión del servicio) y, en última
instancia, la convalidación oficial de los manifiestos incumplimientos
en los que incurrió la empresa.

Como producto de los aumentos tarifarios autorizados por las
sucesivas renegociaciones entre el gobierno y la empresa prestataria
(las que, atento a las importantes modificaciones que introdujeron,
determinaron en los hechos la celebración de un nuevo contrato de
concesión), las tarifas de los servicios de agua potable y desagües
cloacales se incrementaron en forma considerable, a tal punto que la
rebaja inicial con que el consorcio Aguas Argentinas ganó la licita-
ción fue más que compensada en un plazo de tiempo sumamente
breve. Es más, a principios de 2001 se celebró un Acta-Acuerdo con
la empresa concesionaria, como resultante final de la demorada –casi
tres años– primera revisión ordinaria, que dio lugar a un nuevo au-
mento tarifario (3,9% en 2001 y 4,4% en 2002) y a la incorporación
de dos nuevos cargos fijos bimestrales adicionales (1,55 pesos por
factura). Como resultado de ello, y tal como se desprende del Gráfi-
co Nº1, la tarifa media residencial del servicio de aguas y saneamiento
se ha incrementado entre mayo de 1993 y enero de 2002 en un 88,2%14,
con lo cual la rebaja inicial del 26,9% con que la empresa ganó la
licitación fue ampliamente compensada. Cabe agregar, además, que
dicho incremento tarifario no guarda relación alguna con la variación
de los precios al consumidor que, entre el comienzo de la concesión y
enero de 2002, sólo registró un crecimiento del 7,3%.

En el caso del transporte ferroviario de pasajeros, a mediados de
1997 se dispuso la “renegociación integral” de los contratos celebra-
dos originalmente con los concesionarios. Sintéticamente, ello dio lugar
a un fuerte ajuste en las tarifas (casi del 80% acumulado hasta el año
2003), a la extensión de los plazos de las concesiones y al manteni-
miento y reajuste de los subsidios pagados por el Estado. Como con-
trapartida, los concesionarios se comprometieron a realizar nuevas
inversiones (algunas prefijadas contractualmente) y a renovar parte
del material rodante.

14. Lentini, E. (2002), “El impacto en la concesión de agua y saneamiento del
Área Metropolitana. Un análisis preliminar”, ponencia presentada en el Seminario
“Los servicios públicos en el nuevo escenario económico”, ETOSS, Buenos Aires.
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En definitiva, en todos los casos en que se efectuaron renego-
ciaciones contractuales ha primado el interés privado sobre el social15.
En consecuencia, bajo muy diversas formas, la indexación flexible de
las tarifas no sería más que la resultante de condiciones contractuales
originales o derivadas de recurrentes renegociaciones que no han he-
cho más que, por un lado, eliminar todo riesgo empresario –nula ex-
posición a cambios de las condiciones de contexto– y, por otro,
garantizar considerables incrementos en las tarifas –sobre todo en las
abonadas por usuarios residenciales– y los más altos márgenes de be-

15. Véase Azpiazu, D. (1999), “Las renegociaciones contractuales en los servicios
públicos privatizados. ¿Seguridad jurídica o preservación de rentas de privilegio?”, Re-
vista Realidad Económica, N° 164; y Schorr, M. (2001), “Las renegociaciones contrac-
tuales del gobierno de la Alianza con las empresas privatizadas: polarización del poder
económico y agudización de la crisis de las PyME”, Revista Realidad Económica, N° 178.

Gráfico Nº 1
Evolución de la factura media

(en pesos/dólares)

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a Lentini, op. cit., 2002.



41

DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN, A FINES DE 2001, DE LAS ÁREAS Y...

neficios de la economía nacional para las prestatarias de los servicios
públicos privatizados.

Con independencia de ciertas especificidades sectoriales, de lo ex-
puesto hasta aquí se infieren determinados patrones de desenvolvi-
miento comunes a los distintos servicios públicos privatizados, tanto
en lo referido a los marcos reguladores como a su impacto en la evolu-
ción tarifaria. En este sentido se destacan los incrementos y reestruc-
turaciones tarifarios aplicados con anterioridad al traspaso de las
empresas públicas al sector privado, la dolarización de las tarifas, la
aplicación de mecanismos de ajuste tarifario que por su naturaleza
contradicen las prohibiciones que en materia de actualizaciones o
indexaciones de precios establece la Ley de Convertibilidad, la
recurrencia a la renegociación de los contratos originales de transfe-
rencia o concesión y, como consecuencia de todo lo anterior, una evo-
lución de los precios relativos que tiende a favorecer a las empresas de
servicios públicos privatizadas con respecto a los sectores producto-
res de bienes (sobre todo aquellos en los que las Pymes tienen una
considerable gravitación económica) y a los consumidores residen-
ciales (en particular los de menor poder adquisitivo).

En función de lo anterior cabe enfatizar que, además del seguro
de cambio implícito y a partir de una interpretación ad hoc de las
disposiciones de la Ley de Convertibilidad, las empresas privatiza-
das han venido ajustando sus tarifas de acuerdo a la evolución de
índices de precios de los EE.UU. que, como privilegio adicional, han
crecido muy por encima de sus similares en el ámbito local. En efec-
to, por ejemplo entre el mes de enero de 1995 y junio de 2001, en la
Argentina el Índice de Precios al Consumidor registró una disminu-
ción acumulada de 1,1% al tiempo que los precios mayoristas se
incrementaron apenas el 1,6%. En idéntico período, el índice de pre-
cios al consumidor (CPI) de los EE.UU. registró un incremento acu-
mulado de 18,4%, al tiempo que los precios mayoristas (PPI) lo
hicieron en un 9,8%.

En otras palabras, los ajustes periódicos aplicados en las tarifas de
los distintos servicios públicos privatizados en la Argentina exceden,
holgadamente, el propio ritmo inflacionario local (deflacionario en
términos de los precios al consumidor). Se trata, más precisamente,
de una transferencia de rentas de privilegio a un muy reducido núme-
ro de agentes económicos a partir de disposiciones normativas de más
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que dudosa legalidad16. En ese marco, el más mínimo sentido común
lleva a plantearse el interrogante sobre las argumentaciones que po-
drían llegar a explicar el porqué los consumidores y usuarios locales
deben afrontar y absorber localmente el ritmo inflacionario de los
EE.UU., en un contexto de deflación de los precios y, fundamental-
mente, de los salarios domésticos.

Como era de esperar, el beneficio de contar con múltiples cláusu-
las de indexación flexible de sus tarifas17 así como el incremento relati-
vo de las tarifas de los servicios públicos –sobre todo en el caso de las
abonadas por los usuarios residenciales de bajos ingresos– con res-
pecto a los principales precios de la economía, impactó directamente
sobre el proceso de acumulación y reproducción del capital de las
firmas privatizadas.

En ese marco, y a favor del entorno operativo y, fundamentalmen-
te, normativo de privilegio en el que se desenvuelve el conjunto de las
empresas privatizadas, no resulta extraño que la performance econó-
mica de éstas difiera sustancialmente de la del resto de las principales
empresas del país. Ello se ve claramente reflejado al analizar la evolu-
ción de los márgenes de rentabilidad que internalizó ese conjunto de
firmas durante el transcurso de los años noventa, en especial si se lo
contrasta con los registrados por las restantes grandes firmas.

Al respecto, cabe una breve digresión. Según lo demuestra la expe-
riencia histórica, en el capitalismo la tasa de ganancia vigente en un
sector económico suele tener una relación positiva con el riesgo em-
presario subyacente a la misma (cuanto mayor el riesgo involucrado,
superior el margen de beneficio que cabe esperar). De allí que no sea
casual que, por lo general, las actividades de carácter especulativo (en
particular cuando tienen lugar en períodos de fuerte incertidumbre
macroeconómica) suelan presentar, en términos relativos, las mayo-
res tasas de retorno.

16. Al respecto, si se calcula para el año 2000 cuánto facturaron de más Telecom
Argentina y Telefónica de Argentina, las ocho distribuidoras de gas que continuaron
a Gas del Estado y Edenor, Edesur y Edelap como producto de haber ajustado sus
respectivas tarifas en función de la inflación norteamericana (o, en otras palabras, si
se cuantifican sus ingresos excedentes ilegales) se obtiene un monto del orden de los
2.400 millones de dólares.

17. La mayoría de las cuales violan –fundamental, aunque no exclusivamente– la
Ley de Convertibilidad.
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En el caso de los servicios públicos, los rasgos distintivos de los
mercados involucrados (monopólicos, con demanda cautiva y reser-
vas legales de mercado) conllevan, obviamente, un menor riesgo em-
presario que el que se desprendería de casi cualquier otra actividad
económica. Hasta allí, con independencia de toda otra consideración,
el criterio de “razonabilidad” de las tasas de beneficio (y de las tarifas
que las sustentan) sugeriría que las esperables en esos ámbitos prote-
gidos, natural y/o normativamente, deberían ser inferiores a las co-
rrespondientes a la mayor parte de los restantes sectores económicos,
expuestos a la competencia (tal como se verifica en las economías
más desarrolladas donde, en general, las empresas prestatarias de ser-
vicios públicos sujetas a regulación son las que internalizan relativa-
mente las más bajas tasas de rentabilidad)18.

Lo anterior se ve potenciado por la propia idiosincrasia del proce-
so privatizador en la Argentina. Relacionado con lo anterior, la
minimización del riesgo empresario asociada a la condición de mono-
polios naturales se ve agudizada –en rigor, dicho riesgo se torna abso-
lutamente nulo– si se consideran los diversos beneficios normativos
y/o reguladores con que cuentan las empresas prestatarias. En el caso
doméstico, muy difícilmente pueda encontrarse algún sector econó-
mico con menor riesgo que el que emana de los contextos operativos
en los que se desempeñan las empresas privatizadas. Así, de acuerdo
con tales criterios de razonabilidad de los beneficios y de las tarifas,
cabría esperar que las tasas de rentabilidad internalizadas por dichas
firmas resultaran ser muy inferiores a las obtenidas por aquellas em-
presas expuestas a un mayor riesgo y a niveles de competencia
inexistentes en el ámbito de los servicios públicos privatizados.

Sin embargo, las evidencias disponibles indican todo lo contrario.
Precisamente son las empresas privatizadas las que han venido
internalizando, sistemáticamente, los mayores márgenes de beneficio
fuera de toda “razonabilidad” vinculada al riesgo empresario implíci-
to. En este sentido, y como una primera aproximación a la problemá-
tica mencionada, en el Cuadro Nº2 se refleja la evolución, para el
período 1993-2000, de los márgenes de rentabilidad sobre ventas de

18. Al respecto véase Phillips, C. (1993), The regulation of Public Utilities, Lon-
dres, Public Utilities Reports.
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las empresas privatizadas en términos relativos a la observada para el
conjunto de las doscientas empresas de mayor facturación del país.

Una obvia conclusión que surge de la lectura del cuadro referido
es que en todos los años considerados las empresas privatizadas obtu-
vieron márgenes de utilidad sobre ventas muy superiores a los regis-
trados por el conjunto de la elite empresaria local (entre dos y tres
veces mayores a los obtenidos por las firmas más grandes del país) y
holgadamente por encima de los de aquellas empresas líderes no vin-
culadas a los procesos de privatización. En otras palabras, al contrario
de lo que cabría esperar, los niveles de los márgenes de rentabilidad
tienden a denotar una correspondencia inversa con el respectivo ries-
go empresario: a menor o nulo riesgo (como es el caso de las privati-
zadas) mayor tasa de ganancia.

Cuadro Nº2
Evolución de la tasa de rentabilidad sobre ventas de la elite empresaria
local según el vínculo de las firmas con el proceso de privatizaciones,

1993-2000 (porcentajes)

Privatizadas Vinculadas No vinculadas Total
a las a las

privatizaciones privatizaciones

1993 11,0 3,4 2,6 4,5
1994 10,5 5,3 4,1 5,6
1995 12,8 9,8 2,3 5,8
1996 11,2 6,4 1,1 4,3
1997 12,2 9,2 0,8 4,7
1998 10,4 6,2 0,9 3,8
1999 7,8 4,4 -0,3 2,4
2000 8,8 6,7 -1,2 2,4

Prom. 93/00 10,4 6,6 1,1 4,0

*Se trata de aquellas firmas que participan en la propiedad accionaria de algunas de las
empresas privatizadas.
Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a balances de las empresas.

La información presentada no hace más que reflejar, en última ins-
tancia, la profunda reconfiguración de la estructura de rentabilidades
relativas de la economía argentina resultante de la aplicación, durante
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la década de los noventa, de las reformas estructurales (en especial de
las privatizaciones); reconfiguración totalmente ajena a la
“razonabilidad” y “justicia” de las tarifas (y los beneficios) de los ser-
vicios públicos transferidos al capital concentrado interno. Dicha afir-
mación encuentra sustento en el hecho de que, cualquiera sea el año
que se considere, las empresas privatizadas han operado con márge-
nes de rentabilidad significativamente superiores a los registrados por
el conjunto de las firmas de mayor tamaño del país.

El excelente rendimiento de las empresas privatizadas con relación
al resto de las empresas líderes de la economía argentina se visualiza
con particular intensidad en la información presentada en el Gráfico
Nº2. Allí se constata que, considerando el período 1993-2000, las 200
firmas más grandes del país generaron en conjunto una masa acumula-
da de utilidades de casi 28.500 millones de dólares. Aproximadamente
el 57% de dicho total (más de 16.000 millones de dólares) correspon-
dió a apenas 26 firmas privatizadas (es decir, el 13% del total).

Gráfico Nº 2
Distribución de la masa de utilidades contables

de las 200 empresas más grandes del país
según el vínculo con las privatizaciones, 1993-2000

(porcentajes y valores absolutos)

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a balances de las empresas.
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Es indudable que los contrastantes comportamientos que se mani-
fiestan entre las empresas integrantes de la elite económica local, se-
gún su vínculo con las privatizaciones, no pueden ser atribuidos a
conductas microeconómicas diferenciales, sino que remiten en últi-
ma instancia al entorno operativo y en especial normativo en que se
desenvuelve la mayoría de las privatizadas. Ello no sólo involucra a
los importantes incrementos y reestructuraciones tarifarias efectua-
das con anterioridad a la firma de los contratos de transferencia o conce-
sión, sino también a las múltiples cláusulas de ajuste tarifario que
reconocen los distintos marcos reguladores (ilegales en el marco de la
Ley de Convertibilidad, como la indexación tarifaria en función de la
inflación de los EE.UU.), a las recurrentes renegociaciones contrac-
tuales que siempre han tendido a preservar los privilegios de las em-
presas privatizadas, a la peculiar forma en que se aplicó en el ámbito
de los servicios públicos la cláusula de “neutralidad tributaria”, y a la
no-transferencia a usuarios y consumidores de los importantes incre-
mentos en la “eficiencia microeconómica” de las prestatarias de tales
servicios.

Del conjunto de las consideraciones precedentes surge a las claras la
existencia de rentas de privilegio a favor de las empresas prestatarias de
los servicios privatizados. Las asimetrías de desempeño económico que
quedan de manifiesto en el interior de las 200 más grandes empresas
del país se ven replicadas –e incluso resultan aún más notorias y signi-
ficativas– si se amplía el campo de análisis a partir de las posibilidades
que brinda la información que recientemente ha publicado el INDEC19,
la cual se refiere ahora a las 500 empresas de mayor facturación del
país. Al respecto, en los Gráficos Nº3 y Nº4 se puede constatar que
mientras en 1993 sesenta y dos empresas privatizadas –el 12,4% del
panel– daban cuenta del 42% de las utilidades acumuladas por el con-
junto de las 500 mayores firmas del país, siete años después, en el 2000,
la cantidad de privatizadas que forman parte de la cúpula empresaria
local se elevó a 84 (el 16,8% del panel relevado), al tiempo que su apor-
te a la masa de beneficios internalizada por esas 500 compañías líderes
asciende al 86% del total. Nuevamente, vale reiterar que poco o nada
puede asignársele a los diferenciales que pudieran existir en cuanto a

19. Véase INDEC (2002), Encuesta Nacional a Grandes Empresas, 2000, Instituto
Nacional de Estadística y Censos, Buenos Aires.
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eficiencia microeconómica de los distintos subconjuntos de firmas; es
indudable que es el propio contexto normativo y regulador el que ex-
plica tan profundas asimetrías de desempeño.

Gráfico Nº 3
Distribución de las empresas integrantes de la cúpula según vínculo

con las privatizaciones, 1993-2000 (valores absolutos)

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la Flacso en base a INDEC, “Encuesta Nacio-
nal a Grandes Empresas”

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la Flacso en base a INDEC, “Encuesta Nacio-
nal a Grandes Empresas”

Gráfico Nº 4
Distribución de las utilidades de las empresas integrantes de la cúpula

según vínculo con las privatizaciones, 1993-2000 (porcentajes)
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En más de una oportunidad, se ha cuestionado que esas muy dife-
renciales tasas de beneficio de las privatizadas sobre el resto de las
grandes firmas del país sólo resultan válidas en cuanto a su relación
con los respectivos niveles de facturación. Sin embargo, los resulta-
dos no difieren sustancialmente si se consideran las tasas de retorno
sobre el patrimonio neto que en el ámbito de las privatizadas resultan,
también, ampliamente superiores a las que cabría considerar como
“justas” y “razonables”. Como se aprecia en el Cuadro Nº3, las em-
presas de servicios privatizados han obtenido, entre 1994 y 1999, una
rentabilidad media sobre el patrimonio del orden del 15%. En todos
los sectores, con la excepción del de distribución de energía eléctrica
(que presenta una rentabilidad media sobre el patrimonio del 5,6%,
aunque, como surge de la información presentada, en franco y siste-
mático ascenso hasta 1998)20, la tasa de beneficio siempre supera y en
muchos casos con holgura el 10%.

A los efectos de captar más acabadamente la magnitud de los valores
mencionados, cabe destacar que la rentabilidad media sobre el patrimo-
nio neto de las cien empresas más grandes del país (excluidas las priva-
tizadas) fue, en 1999, de “apenas” el 3,4%. Se trata, sin duda, de una
clara dicotomía al interior de la cúpula empresaria del país que se en-
cuentra estrechamente ligada a las especificidades normativas que deli-
mitan el accionar de las distintas firmas líderes de la economía argentina.

Ello denota, naturalmente, diferencias sustantivas en las respecti-
vas tasas de ganancia a favor de las empresas privatizadas (en contra-
posición a los respectivos niveles de riesgo empresario involucrado y
a la consiguiente “razonabilidad” de los beneficios obtenidos y de las
tarifas cobradas, principalmente, a los usuarios residenciales y a las
Pymes). La transferencia de activos subvaluados con poder monopólico
u oligopólico bajo condiciones de reserva legal de mercado, la preser-
vación normativa y reguladora de rentas extraordinarias de privilegio,
la “debilidad” –en rigor, funcionalidad a sus intereses– de los meca-
nismos reguladores (tanto en el plano tarifario como, por ejemplo, en

20. En 1999 se produce una caída de consideración en la rentabilidad de las em-
presas eléctricas (tanto se la mida en relación con las ventas como en función del
patrimonio neto). Ello es explicado en su totalidad por la brusca contracción (de más
del 75%) que se registró en las ganancias de Edesur, como producto de las sanciones
vinculadas al “apagón” de febrero de dicho año.
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el de la defensa de la competencia y del consumidor), el nulo grado de
exposición a cambios de las condiciones de contexto le confieren a las
empresas privatizadas una serie de “ventajas de inserción” que en nada
se asemejan a las condiciones bajo las que deben desempeñarse las
restantes empresas líderes del país.

La competitividad de la economía

En términos generales, la sola consideración del comportamiento
de los precios relativos a favor de los servicios privatizados y en detri-
mento de los sectores productores de bienes emerge como un primer
elemento de juicio insoslayable que permitiría inferir que, en un pla-
no muy general de análisis, las privatizaciones han afectado negativa-
mente a la competitividad de la economía argentina.

Sin embargo, en ese marco global podría distinguirse una diversi-
dad de sectores (en especial aquellas grandes plantas industriales elec-
tro intensivas) que han visto abaratados algunos de sus principales
componentes de costos con su consiguiente impacto positivo sobre
sus niveles de competitividad. En contraposición, aquellos otros sec-
tores (como buena parte de la producción agrícola) para los que el
costo del transporte emerge como un elemento significativo dentro
de su estructura de costos se han visto profundamente afectados por
la convergencia de las elevadas tarifas de peaje y el creciente precio
del gas oil –hasta mediados de 1999 en que se altera, en buena medi-
da, parte de los criterios rectores de la regulación tarifaria de las con-
cesiones por peaje de las rutas nacionales21, aunque también, y en
relación con esa misma modificación, se les incrementó el precio del
gas oil–.

Al respecto, podría identificarse una muy heterogénea gama de si-
tuaciones y de efectos diferenciales según los distintos sectores
elaboradores de bienes y de acuerdo a los diversos segmentos que los
conforman (muy particularmente entre las grandes empresas que en
diversos servicios –electricidad, gas, telecomunicaciones– gozan real

21. Véase Capítulo II donde se describe el cambio de actitud oficial respecto al
financiamiento de la red vial nacional a partir de mediados de 1999 y, en particular,
en el año 2001 al fijarse un impuesto extraordinario al gas oil.
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o potencialmente de menores tarifas relativas respecto a las de la ma-
yor parte de las Pymes). Sin embargo, como se desprende de las pri-
meras consideraciones y particularmente desde la segunda mitad de
los noventa, el creciente cuestionamiento de diversos sectores empre-
sarios22 denota que, en términos generales, el posicionamiento com-
petitivo de la mayor parte de los sectores productores de bienes se ha
visto deteriorado frente al comportamiento de las tarifas de los servi-
cios públicos, más aún en un contexto de deflación de precios y, como
viene ocurriendo desde 1998, de persistente depresión económica
doméstica.

En relación con esto último, cabe una breve digresión. La distor-
sión de la estructura de precios relativos que tuvo lugar en los años
noventa se dio en el marco de un proceso de apertura comercial de
tipo shock, que presentó un sesgo claramente discriminatorio y
asimétrico, en tanto perjudicó especialmente a aquellos mercados en
los que las pequeñas y medianas empresas tenían una significativa
gravitación económica. En tal sentido, debe tenerse presente que la
mayoría de las empresas de menor tamaño no contó, a diferencia de
una proporción considerable de las grandes firmas (muchas de las
cuales, cabe enfatizar, participaron directa o indirectamente en la pro-
piedad de las principales empresas privatizadas), con algunos meca-
nismos que le permitieran eludir y/o enfrentar exitosamente la
competencia de bienes provenientes del exterior (escalas tecno-pro-
ductivas y comerciales, niveles de productividad, control oligopólico
de los canales de importación, posibilidad de acceso a financiamiento
a tasas de interés “razonables”, capacidad de reducir costos a partir
del grado de integración vertical y/u horizontal de sus actividades,
etc.).

En ese contexto, es indudable que la combinación del incremen-
to de costos derivados de la evolución de las tarifas de la mayor
parte de los servicios públicos, la distorsión en la estructura de pre-
cios relativos de la economía argentina resultante de la misma y el
afianzamiento de un patrón de apertura de la economía con un claro
sesgo importador constituyeron algunos de los principales factores
explicativos de la aguda crisis que atraviesan las pequeñas y media-

22. Por ejemplo, los del llamado Grupo Productivo  y diversas Cámaras empresa-
rias vinculadas al transporte.



52

LAS PRIVATIZACIONES EN LA ARGENTINA

nas empresas durante el decenio de los años noventa y, por lo tanto,
de la profundización de los procesos de desindustrialización y de
desarticulación del tejido manufacturero local, cuya génesis históri-
ca se ubica, en ambos casos, en la segunda mitad del decenio de los
setenta.

Sin duda, esa pérdida de competitividad de buena parte –si no la
generalidad– de los sectores productores de bienes no deviene única-
mente, ni mucho menos, de los efectos derivados de las privatizaciones.
Sin duda, la política cambiaria, las características de la apertura de la
economía, la cuasi omisión pública en materia de políticas y acciones
antidumping emergen como componentes, entre otros, tan o más im-
portantes que los impactos directos de la evolución de las tarifas de
los servicios públicos privatizados. No obstante ello y más allá de al-
gunos ejemplos puntuales, el comportamiento general de las tarifas
de los servicios –muy particularmente por su indexación por índices
de precios externos que crecieron, en los últimos años, muy por enci-
ma de los locales– ha asumido un papel protagónico en la pérdida de
competitividad de la economía argentina en su conjunto.

De todas maneras, además de ese “efecto indexación” por índices
externos, la propia regulación tarifaria de la mayor parte de los ser-
vicios privatizados en poco o nada ha coadyuvado a la mejora en la
competitividad de la economía. Muy por el contrario, las propias
“debilidades” e inconsistencias regulatorias han devenido, por ejem-
plo, en la no-transferencia de las “ganancias de eficiencia” de las
privatizadas hacia sus usuarios y consumidores. En efecto, en la
medida en que los propios mecanismos de regulación no contem-
plan, salvo escasas excepciones23, que parte sustantiva de las mejo-
ras en la productividad y en la eficiencia de las privatizadas sea
transferida mediante reducciones tarifarias al conjunto de los usua-
rios –el llamado factor “x” de eficiencia en el marco del mecanismo
del price cap–, tales ganancias de productividad son internalizadas y
apropiadas por las propias empresas mono u oligopólicas que pres-
tan los servicios. En ese marco, en la medida en que la regulación
pública siga omitiendo la aplicación de ese componente esencial del
mecanismo de regulación tarifaria que, en consonancia con los avan-

23. Hasta el presente sólo aplicado en el caso del gas natural.
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ces y mejoras de “eficiencia” y productividad de las compañías pres-
tatarias, debería conllevar una reducción de los consiguientes cos-
tos del servicio, en especial para los sectores productores de bienes,
el impacto efectivo de la evolución de las tarifas de las privatizadas
continuará redundando negativamente sobre la competitividad de
la economía.

Conformación y consolidación de monopolios, y concentración y centra-
lización del capital

La absoluta despreocupación por difundir la propiedad del capi-
tal de las empresas públicas a transferir al capital privado emerge
como otro de los rasgos distintivos del vasto programa privatizador,
plenamente consistente con los objetivos político-institucionales per-
seguidos. Éste, como otros tantos aspectos, contrasta con otras ex-
periencias internacionales (incluso con la británica, bajo la
administración conservadora) que, por el contrario, le asignaron un
papel decisivo (aun desde una perspectiva política) a la difusión de
la propiedad a través del mercado de capitales o, incluso, a la entre-
ga gratuita de acciones u ofertas preferenciales para los usuarios de
los distintos servicios.

Por el contrario, en el ejemplo argentino en la generalidad de los
casos se fijaron patrimonios mínimos muy elevados para poder parti-
cipar de las licitaciones y concursos o, en su defecto, tales montos
patrimoniales constituían una de las variables principales a conside-
rar al momento de la precalificación y/o adjudicación. En otras pala-
bras, la capacidad patrimonial de los potenciales interesados se
convirtió, de hecho, en la principal barrera al ingreso en este “merca-
do” privilegiado de las privatizaciones.

En ese contexto era inevitable que la consecución del programa
operara, como efectivamente ocurrió, como propulsor de la
profundización del proceso de concentración y centralización del ca-
pital. En la mayoría de los procesos concluidos en el país, el propio
llamado a licitación favoreció la presencia de pocos oferentes y la
colusión de ofertas reforzándose, en la generalidad de los casos, por la
coordinación y la capacidad de lobbying empresario en torno a las
mismas. Esto devino, por un lado, en una acentuada concentración
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de la propiedad de las empresas y de las áreas “desestatizadas” en un
muy reducido número de grandes agentes económicos, y, por otro, en
la sobrevivencia o el reforzamiento de monopolios u oligopolios lega-
les, con la consiguiente consolidación de mercados protegidos, en
condiciones reguladoras que aseguran bajos o nulos riesgos empresa-
rios y elevados márgenes de libertad para la fijación de tarifas deriva-
dos, en lo sustantivo, de la funcionalidad de las respectivas normativas
sectoriales (y/o de sus posteriores renegociaciones) en relación con
los intereses de las firmas prestatarias.

La dinámica asumida por el proceso de privatización trajo apareja-
da la consolidación estructural de un conjunto reducido de conglo-
merados empresarios, los cuales pasaron a controlar empresas que
operan en sectores que poseen una clara importancia estratégica en
tanto, por ejemplo, definen la competitividad de una amplia gama de
actividades económicas y la distribución del ingreso. Como queda
reflejado en el Cuadro Nº4 , tales actores cubrieron prácticamente la
totalidad de los sectores públicos privatizados, lo cual les brindó la
posibilidad de insertarse en aquellas áreas decisivas –si no determi-
nantes– en la delimitación de la estructura de precios y rentabilidades
relativas de la economía argentina en los noventa.

A título ilustrativo, cabe resaltar el ejemplo que ofrece el sector
energético en su conjunto. Al respecto, los grupos económicos Astra24,
Pérez Companc, Soldati y Techint se consolidaron –a partir de la
privatización de YPF, Gas del Estado, Segba, Agua y Energía e
Hidronor– como los actores centrales del conjunto del mercado ener-
gético nacional. Ello se aprecia en que estos ex contratistas del Estado
(la llamada “patria contratista”) se adjudicaron las principales áreas
petroleras transferidas al sector privado, al tiempo que participaron
en la propiedad de algunas de las empresas responsables de la presta-
ción de los servicios de generación y/o transporte y/o distribución de
gas natural y energía eléctrica.

24. Luego absorbido por el holding español Repsol.
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Este significativo poder de mercado sobre el conjunto del sector
energético local se ve potenciado si se considera que son, simultánea-
mente, grandes usuarios industriales para los que el petróleo, el gas
natural y la electricidad constituyen sus principales insumos energé-
ticos (es el caso de Astra en la elaboración de bienes derivados del
petróleo, de Pérez Companc en la producción petroquímica, de Soldati
en la fabricación de fertilizantes y distintos agroquímicos, y de Techint
en la industria siderúrgica). Por otra parte, todos ellos son importan-
tes productores de gas natural y petróleo mientras que en algunos
casos son fabricantes de equipos y materiales para la actividad (como
el conglomerado Techint, que controla la producción local de tubos
sin costura, utilizados fundamentalmente para el transporte de gas y
petróleo).

En definitiva, el caso de la privatización del sumamente estraté-
gico mercado energético local pone claramente en evidencia cómo
desde el aparato estatal se buscó favorecer a un conjunto muy redu-
cido de grandes conglomerados empresarios al transferirles no sólo
un alto grado de determinación sobre la evolución del sector y, por
ende, de numerosas actividades (en especial las vinculadas a la ela-
boración de bienes manufactureros), sino incluso espacios de apro-
piación de renta de recursos de carácter no renovable (como en el
caso petrolero)25.

El hecho de que los mismos actores participen simultáneamente
en distintos eslabones de la cadena energética no sólo redujo, en gran
medida, las posibilidades de garantizar un funcionamiento mediana-
mente competitivo del sector (uno de los principales objetivos por los
que se promovió y justificó la privatización de Gas del Estado, YPF y
las empresas eléctricas nacionales), sino que también elevó conside-
rablemente el riesgo de que tales actores instrumenten distintos tipos
de prácticas discriminatorias (subsidios cruzados, precios de transfe-
rencia, etc.) con efectos negativos sobre el funcionamiento de otros
mercados, en especial de aquellos industriales energo-intensivos.

25. Diferencia sustantiva con otros países latinoamericanos. Por ejemplo, Chile
mantuvo la propiedad estatal de CODELCO (la empresa productora de cobre que, a
su vez, constituye uno de sus principales bienes de exportación), mientras que Méxi-
co hizo lo propio con PEMEX (la productora de hidrocarburos, de la cual obtiene una
parte considerable de sus ingresos externos).



57

DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN, A FINES DE 2001, DE LAS ÁREAS Y...

Difícilmente los procesos mencionados, a simple título de ejem-
plo, puedan deberse, tal como suelen afirmar los defensores de las
políticas neoconservadoras de los años noventa, a los supuestos “erro-
res de diseño” y/o “deficiencias reguladoras” que habrían caracteriza-
do al proceso de privatización, sino que más bien revelan una explícita
decisión política de favorecer a determinados intereses económico-
sociales, en el marco de la “sed de reputación” del gobierno
justicialista26. Ello se visualiza en el hecho de que las empresas públi-
cas fueron transferidas en la generalidad de los casos a ciertos grupos
económicos que, antes de que se pusiera en práctica el proceso de
privatización, ya detentaban ostensibles posiciones dominantes en los
respectivos sectores. Es el caso de, por ejemplo, Techint en la activi-
dad petrolera, la gasífera, la eléctrica, la telefónica y la siderúrgica;
Pérez Companc en todo el mercado energético y en el de telefonía; y
Astra y Soldati en el ámbito energético. Naturalmente, ello derivó en
la consolidación del ya de por sí muy considerable poderío estructu-
ral de estos actores que, por esta vía, reforzaron su control sobre va-
riables claves que definen el sendero evolutivo de la economía
argentina.

Así, es posible concluir que las privatizaciones constituyeron un
verdadero “traje a medida” de los mismos actores económicos que se
habían consolidado estructuralmente a partir de la política económi-
ca de la dictadura militar. Las modalidades de los diversos procesos
de privatización –exigencias patrimoniales mínimas, requisitos técni-
cos, celeridad, importancia del poder de lobbying doméstico, etc.– fa-
cilitaron e incluso indujeron el despliegue de distintos tipos de
estrategias por parte de los principales conglomerados locales,
inscriptas en una creciente polarización del poder económico. Al res-
pecto, pueden identificarse tres lógicas de comportamiento (no nece-
sariamente excluyentes entre sí):

26. En este sentido, véase Azpiazu, D.(2001), “Las privatizaciones en la Argenti-
na. ¿Precariedad regulatoria o regulación funcional a los privilegios empresarios?”,
Revista Ciclos en la historia, la economía y la sociedad, Nº 21; y Azpiazu, D., Schorr, M.
(2001), “Las privatizaciones en la Argentina: desnaturalización de la regulación pú-
blica y ganancias extraordinarias”, ponencia presentada en el Primer Congreso de la
Asociación Argentina de Estudios de Administración Pública, Facultad de Ciencia
Política y Relaciones Internacionales de la UNR, Rosario.
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– los grupos económicos que a través de alguna/s de su/s firma/s
controlada/s o vinculada/s adquirieron empresas públicas o tenen-
cias accionarias del Estado en compañías que operan en el mismo
sector de actividad en el cual estaban insertos (estrategia de con-
centración). Tal es el caso, por ejemplo, del grupo Indupa y su
participación en Petropol e Induclor; de Garovaglio y Zorraquín,
que a partir de Ipako adquirió Polisur; o del conglomerado Techint,
que se adjudicó la mayoría accionaria de SOMISA. Idéntico fenó-
meno se manifiesta en la privatización de las áreas centrales y se-
cundarias de explotación petrolífera que, en su mayoría, pasaron a
manos de las principales empresas del sector (Pérez Companc,
Astra, Techint y la Cía. Gral. de Combustibles del grupo Soldati).

– Los conglomerados empresarios que adquirieron u obtuvieron la
concesión de empresas o servicios públicos para lograr, directa o
indirectamente, un mayor grado de integración vertical u horizon-
tal de sus actividades al ingresar a mercados desde los cuales se
proveen de un insumo clave –“aguas arriba” y/o “aguas abajo”–
para sus principales producciones (estrategia de integración). Los
ejemplos son muchos y muy diversos: las siderúrgicas de Techint y
Acíndar que lograron integrar la producción y la distribución de
energía eléctrica y gas, insumos fundamentales de su producción;
las principales empresas aceiteras (Bunge y Born, Cía. Continental,
La Plata Cereal, La Necochea Quequén, Aceitera General Deheza,
etc.) en lo atinente a ferrocarriles e instalaciones portuarias; el prin-
cipal oligopolio cementero (Loma Negra) en el transporte ferro-
viario de carga; las proveedoras de ENTel en la privatización de
dicha empresa (los grupos Pérez Companc y Techint); las empre-
sas petroleras que pasaron a controlar refinerías, destilerías, oleo-
ductos, instalaciones portuarias, flota petrolera, etc.

– Los grupos económicos que tuvieron una activa y difundida pre-
sencia en los distintos procesos de privatización o, en otros térmi-
nos, que priorizaron una estrategia de diversificación de sus
actividades hacia diferentes servicios privatizados poco –o nada–
vinculados entre sí por relaciones tecno-productivas y/o de carác-
ter comercial (estrategia de conglomeración). Basta con señalar, en
este sentido, al grupo Pérez Companc (generación, transmisión y
distribución de energía eléctrica, transporte y distribución de gas,
explotación de petróleo en áreas centrales y secundarias que eran



59

DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN, A FINES DE 2001, DE LAS ÁREAS Y...

propiedad de YPF, refinerías y destilerías, telecomunicaciones, etc.),
al conglomerado Techint (generación y distribución de energía eléc-
trica, explotación petrolífera, transporte de gas, ferrocarriles, tele-
comunicaciones, rutas nacionales, industria siderúrgica, etc.), o al
grupo Soldati (generación y transmisión de energía eléctrica, trans-
porte y distribución de gas natural, explotación petrolífera y desti-
lerías, ferrocarriles, telecomunicaciones, aguas y servicios cloacales,
etc.). Sin duda, el caso más ilustrativo de este tipo de estrategia lo
constituye el CEI Citicorp Holdings27 que ingresó al mercado
gasífero –en los segmentos de transporte y distribución–, al de ener-
gía eléctrica –generación y distribución–, al telefónico28 y al side-
rúrgico –resultó adjudicatario de Altos Hornos Zapla–.

Indudablemente, estas distintas estrategias empresarias frente al
programa de privatizaciones indican que la creciente oligopolización
y conglomeración de la economía argentina, la polarización del poder
económico en un núcleo reducido de conglomerados empresarios, y
la consolidación y preservación de reservas de mercado con rentas de
privilegio emergen como algunos de los principales impactos de las
formas de desarrollo de dicho programa.

Con respecto al carácter propulsor de las privatizaciones en térmi-
nos de la concentración de los mercados, cabe destacar que el mismo
se puede verificar en tres niveles diferentes, aunque claramente arti-
culados entre sí. En primer lugar, a nivel de las empresas privatizadas
se observa un acentuado grado de concentración de la propiedad en
manos de un número muy reducido de accionistas. En efecto, en casi
todas las privatizaciones las tenencias accionarias se concentraron, a
lo sumo, en tres o cuatro firmas o grupos que conforman los consor-
cios adjudicatarios. En otras palabras, fueron unos pocos actores eco-
nómicos los que pudieron ingresar al “negocio” de las privatizaciones;
fenómeno que, sin duda, se encuentra estrechamente ligado al objeti-
vo central por el cual se implementó la política privatizadora (conso-
lidar una “comunidad de negocios” que sirviera de sustento –no sólo

27. Un fondo de inversiones en el que participaban, entre otros, el Citibank y el
grupo local República, propiedad de Raúl Moneta.

28. Fue uno de los accionistas más importantes del consorcio controlador de
Telefónica de Argentina.
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económico– al programa neoconservador de la administración
Menem).

En segundo lugar, a nivel del proceso en sí es posible constatar
que, con la excepción de algunas áreas y empresas –marginales en
cuanto a su importancia económica–, prácticamente no existen ca-
sos de empresas privatizadas en cuyos respectivos consorcios
adjudicatarios no se encuentre alguno de los principales conglome-
rados empresarios que desarrollan actividades en el país. De esta
manera, la capacidad patrimonial y de lobbying de los potenciales
interesados devino en la principal “barrera al ingreso” al “merca-
do” privatizador. Esa capacidad de lobbying, y, consiguientemente,
el alto grado de subrogación del Estado denotan tanto la necesidad
que tuvo el capital extranjero –sea financiero o productivo– de aso-
ciarse a la elite económica local como forma de participar
exitosamente –de superar esa barrera a la entrada– en la “reforma”
del Estado argentino, como también muestran una creciente y
marcada subsunción del aparato estatal a los intereses de ambos.
En suma, puede afirmarse que la presencia de un grupo económico
de relevancia en el interior de los consorcios constituyó una suerte
de condición suficiente y, fundamentalmente, necesaria para resul-
tar adjudicatario de las distintas licitaciones.

En tercer lugar, y a nivel de la estructura de los mercados, a pesar de
la transferencia de monopolios públicos al sector privado no se modi-
ficó la dinámica de funcionamiento de los diversos mercados
involucrados. En efecto, no obstante la segmentación realizada en gran
parte de los mismos (energía eléctrica, gas natural, etc.) y a pesar de
que uno de los argumentos centrales en pos de la privatización de
empresas estatales era que ello traería aparejado un mayor nivel de
competencia, dichos mercados siguieron caracterizándose por una
estructura fuertemente concentrada (de tipo monopólica o a lo sumo
oligopólica) y con muy elevados niveles de integración vertical y/u
horizontal.

La profundización del proceso de concentración del capital asocia-
do a la transferencia de empresas públicas al sector privado refleja,
asimismo, la consolidación de una tendencia que se remonta –aunque
en ese entonces en forma incipiente– a mediados de la década de los
setenta: la asociación entre los grandes grupos económicos locales
con firmas de capital extranjero. En efecto, como fuera mencionado,
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prácticamente no existieron ejemplos de empresas o unidades de ne-
gocios privatizadas que no hayan sido adjudicadas a consorcios patro-
cinados por grupos económicos locales y empresas o conglomerados
de capital extranjero (y, en muchos casos, a la propia banca acreedo-
ra). Así, lo que en el pasado había sido casi una excepción (Pecom
Nec, en la segunda mitad de los setenta) pasó a ser, en los años noven-
ta, una de las principales formas de radicación de las empresas ex-
tranjeras en la Argentina. Desde la perspectiva del capital extranjero,
y a diferencia de los patrones de comportamiento predominantes du-
rante la sustitución de importaciones –instalación de subsidiarias con
control accionario excluyente o claramente mayoritario–, la asocia-
ción con los grandes grupos locales supone un reconocimiento tácito
del poder doméstico de estos últimos y de la necesaria recurrencia a
su capacidad de lobbying para superar las “barreras a la entrada” en
estos nuevos y privilegiados mercados29.

En síntesis, la escasa preocupación oficial por difundir la propie-
dad de las empresas privatizadas devino en efectos agregados de con-
centración de capital que, a su vez, atentaron contra el propio
desenvolvimiento “competitivo” de los mercados privatizados y de
un número considerable de sectores de actividad. En ese sentido, es
importante remarcar que el Estado no sólo se desprendió de activos
sino que, fundamentalmente, transfirió al capital concentrado inter-
no un decisivo poder regulador sobre la estructura de precios y
rentabilidades relativas de la economía argentina. Esto último es par-
ticularmente importante de destacar por cuanto la capacidad de con-
trol sobre la estructura de precios y rentabilidades relativas, a través
del manejo de las tarifas de los servicios públicos, había sido uno de
los principales instrumentos de política económica con que había con-
tado el Estado argentino durante largas décadas.

29. Cabe destacar que, a diferencia de lo que ocurrió en otros países, en el caso
argentino los contratos de concesión no establecían como requisito la participación
de empresas nacionales en los consorcios adjudicatarios. De ello se infiere que una de
las principales variables –si no la de mayor significación– para explicar los motivos
por los cuales en prácticamente la totalidad de las empresas privatizadas participó
alguno de los grupos económicos más importantes del país remite al notable poder
de lobbying de estos actores y, en estrecha relación con ello, a una férrea articulación
de intereses entre el capital concentrado interno y la clase política.
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El sector externo

Otro de los usuales argumentos de la ortodoxia neoliberal a favor
de las privatizaciones derivaba de los efectos positivos de éstas sobre
el sector externo de la economía, tanto como producto directo de los
ingresos de divisas a las que darían lugar como, indirectamente, vía el
“derrame” de sus efectos sobre el abaratamiento de los costos empre-
sarios y, por ende, sobre la propia competitividad de la economía.

Sin embargo, el análisis integral de los mismos remite a conside-
raciones ajenas a las prometidas, más aún si se tiene en cuenta la
diferenciación del corto plazo –el de mayor relevancia en términos
de los objetivos político-institucionales del establishment y, en parti-
cular, de la administración Menen– de sus resultantes de mediano y
largo plazo.

En efecto, a corto plazo los ingresos de capitales derivados de los
recursos que percibió el Estado en efectivo por la transferencia de sus
empresas ejercieron un impacto muy positivo sobre la balanza de pa-
gos. En el ejemplo argentino ello adquirió particular significación eco-
nómica, a punto tal de asumir un papel decisivo en la reversión de
una tendencia que se remontaba a más de una década atrás: las per-
manentes transferencias netas de capitales locales al exterior30. Asi-
mismo, este importante ingreso de capitales asociado a las
privatizaciones jugó un papel determinante en el inicio de la
Convertibilidad –incluso como sostén de la paridad cambiaria– y en
el importante crecimiento económico que se registró en los primeros
años de la década de los noventa (bajo este esquema cambiario, el
volumen de dinero circulante en la economía y, derivado de ello, el
nivel de actividad interna dependen positivamente del saldo de la ba-
lanza de pagos).

En ese contexto es pertinente señalar que el principal efecto posi-
tivo de las privatizaciones –el ingreso de capitales– se verificó exclusi-
vamente durante el proceso de desestatización de las empresas públicas
(nuevamente un impacto de carácter puntual). A medida que las mis-

30. Véase al respecto Basualdo, E. (2000), Concentración y centralización del capi-
tal en la Argentina durante la década de los noventa. Una aproximación a través de la
reestructuración económica y el comportamiento de los grupos económicos y los capitales
extranjeros, FLACSO/Universidad Nacional de Quilmes/IDEP, Buenos Aires.
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mas fueron transferidas al sector privado cobró forma otro efecto so-
bre la balanza de pagos que no es transitorio sino permanente, pero
de signo contrario al original. Se trata de la creciente remisión de uti-
lidades y dividendos al exterior por parte de los consorcios que resul-
taron adjudicatarios de las empresas privatizadas; flujo de divisas que
involucra también, como se analiza posteriormente, a los socios na-
cionales de tales consorcios. A ello se le adiciona, en muchos casos,
las remesas en concepto de gerenciamiento (management fee) que, al
igual que las anteriores y a diferencia del ingreso original de divisas,
asumen el carácter de flujo permanente.

Otro importante efecto (en este caso positivo) de las privatizaciones
sobre la balanza de pagos es aquel que surge de la supresión de los
servicios correspondientes a los títulos de la deuda externa, los que
fueron capitalizados como parte de pago por la propiedad o conce-
sión de las empresas transferidas al sector privado. Sin embargo, esa
disminución de la deuda externa fue más que compensada por el nue-
vo endeudamiento concretado durante el período por las firmas pri-
vadas, generándose un incremento neto de consideración del stock de
deuda externa31 . En ese aumento neto del endeudamiento externo en
el marco del propio programa de privatizaciones subyace otro fenó-
meno no ajeno a dicho proceso. Se trata de cambios en su composi-
ción que denotan el comienzo de un nuevo ciclo de endeudamiento
externo liderado por el sector privado, en general, y por aquellos gru-
pos empresarios que resultaron adjudicatarios de las empresas priva-
tizadas, en particular.

Ello ha estado asociado en lo sustantivo a, por lo menos, tres facto-
res: primero, al incremento sustancial en el patrimonio de tales em-
presas y/o grupos económicos con la consiguiente facilidad de acceso
privilegiado a los mercados financieros internaciones; segundo, a que
cuentan con una elevada rentabilidad garantizada normativamente (lo
cual, en conjunción con lo anterior, convierte a estos actores en acree-
dores privilegiados para la banca local e internacional); y tercero, a
que recibieron en la generalidad de los casos empresas sin pasivos
(esto último sin mencionar que la mayoría de los conglomerados eco-
nómicos que participaron activamente de las privatizaciones se en-
contraban saneados en lo que respecta a sus pasivos, dado que durante

31. Véase nuevamente Basualdo, E. (2000),  op. cit.
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los años ochenta se había transferido el grueso de su deuda –tanto
externa como interna– al conjunto de la sociedad argentina mediante
diversos mecanismos de “socialización”).

Esa facilidad de acceso a los mercados internacionales que tuvie-
ron las privatizadas a tasas y demás condiciones incomparablemente
más favorables que las locales tornó viable, también, la canalización
de tales recursos hacia la valorización financiera en el mercado local32

y hacia la adquisición de empresas que le permitieron consolidar y/o
ampliar sus respectivas posiciones dominantes en mercados próxi-
mos o afines a los que originalmente fueran objeto de las privatizaciones
(el caso de las telefónicas es, seguramente, el más emblemático).

Por otro lado, y muy particularmente desde mediados de 1995,
se asiste a una creciente transferencia de capitales al exterior deriva-
da, en la generalidad de los casos, de la venta de tenencias accionarias
–con rentabilidades patrimoniales anuales que a veces superan el 80%
anual33–. Tales transferencias sumadas a las que se derivan de, entre
otros, los elevados márgenes de remisión de utilidades –con su correlato
en escasos niveles relativos de reinversión de recursos propios– han
compensado holgadamente los iniciales efectos positivos del ingreso
de capitales para la adquisición de las empresas privatizadas.

Por último, siempre desde la perspectiva del sector externo y aun-
que su impacto económico-social trasciende al estricto mercado de
capitales, los efectos de las privatizaciones sobre el mercado de bienes
han sido por demás negativos e incluso decisivos en el des-
mantelamiento de buena parte de la industria proveedora de bienes y
equipos para tales firmas34. La práctica generalizada por parte de los
consorcios prestatarios de los servicios privatizados de importar la
casi totalidad de los equipos e insumos (sobre todo a empresas afilia-

32. En otras palabras, no todo el financiamiento externo se orientó a las inversio-
nes muchas veces comprometidas e incumplidas.

33. Véase al respecto Azpiazu, D. y Schorr, M. (2001), “Privatizaciones, rentas de
privilegio, subordinación estatal y acumulación del capital en la Argentina contem-
poránea”, op. cit.

34. Cabe resaltar que las importaciones de las empresas privatizadas (36) que
integran el panel de las 500 más grandes del país incrementaron sus importaciones,
entre 1996 y 1999, de 710,5 millones de dólares a más de dos mil millones de la
misma moneda. Véase INDEC (2001), Grandes Empresas en la Argentina, 1999, Insti-
tuto Nacional de Estadística y Censos, Buenos Aires.
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das con la consiguiente presunción de recurrencia a precios de trans-
ferencia) ha derivado en la desaparición de una multiplicidad de com-
pañías (no sólo Pymes sino también algunas grandes firmas) que
tradicionalmente eran proveedoras de las empresas públicas. Ello se
ha visto favorecido ante la omisión pública de exigencias ciertas en
cuanto al cumplimiento de la legislación de las Leyes Nº5.340 –de
“Compre Argentino”– y Nº18.875 –de “Contrate Nacional”–. Por el
contrario, y varios juicios así lo avalan, las empresas concesionarias o
licenciatarias de los servicios privatizados no han satisfecho, siquiera
en la generalidad de los casos, la obligación de llamar a licitación na-
cional para la adquisición de sus equipos e insumos. De allí se deriva,
naturalmente, otro importante impacto indirecto no ya sobre el sector
externo sino sobre el mercado de trabajo (tema que es abordado más
adelante).

En síntesis, con ciertas similitudes respecto a la caracterización
general del impacto de las privatizaciones sobre las cuentas públicas,
en lo referido al sector externo se manifiesta un fenómeno no muy
disímil y consistente con los objetivos político-institucionales del pro-
grama privatizador: efectos positivos de corto plazo y crecientes
desequilibrios de mediano y largo plazo, algunos de ellos de muy difí-
cil reversión.

La problemática fiscal

Uno de los argumentos centrales y de los más esgrimidos para pro-
mover e implementar el programa de privatizaciones fue que el mis-
mo iba a asumir un papel decisivo en la resolución definitiva del fuerte
desequilibrio fiscal que, a juicio de sus impulsores, era la resultante
histórica de la propia crisis del Estado “benefactor”. Ello invita a re-
flexionar someramente en torno a algunos de los principales efectos
fiscales emergentes, directa e indirectamente, del desarrollo del pro-
grama e incluso de las recurrentes renegociaciones contractuales que
lo acompañaron.

Sin duda, el principal impacto fiscal que se deriva del mismo –de
carácter puntual– devino de los ingresos en efectivo que percibió el
Estado por la transferencia de empresas, de tenencias accionarias o de
determinadas concesiones (aproximadamente 13 mil millones de dó-
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lares). Se incorporó asimismo un nuevo rubro –ya asumiendo el ca-
rácter de flujo permanente– derivado de los recursos tributarios origi-
nados en el pago de impuestos –esencialmente sobre las ganancias
que, como se verá, por el carácter de extraordinarias que asumieron
conllevaron importantes recursos al fisco– por parte de los consorcios
adjudicatarios de las firmas privatizadas.

En contraposición, el Estado dejó de percibir diversos impuestos
internos de asignación específica –como el correspondiente a la segu-
ridad social– que gravaban las tarifas de diversos servicios públicos.
En la generalidad de los casos, tales “sobreprecios” fueron absorbidos
por el ajuste tarifario que acompañó a las privatizaciones y, por ende,
fueron transferidos a los adjudicatarios como parte de las nuevas tari-
fas de los correspondientes servicios.

Siempre desde la perspectiva de los ingresos fiscales asociados a
las privatizaciones, le correspondía asumir un papel más que
protagónico a los recursos –también con carácter de flujo anual– a
percibir en concepto de canon por el usufructo de los activos públicos
transferidos. Tales serían los casos de, por ejemplo, las concesiones
viales de los corredores nacionales, las correspondientes a los ferroca-
rriles de carga, las derivadas de la privatización del correo y de los 33
aeropuertos entregados en concesión. Sin embargo, por diversas razo-
nes casi incomprensibles en un Estado de Derecho, las arcas públicas
sólo percibieron niveles más que marginales de los previstos. En efec-
to, en el caso de los concesionarios viales, en la primera renegociación
contractual se los eximió del pago del mismo35; similares considera-
ciones, aunque mucho más opacas, cabe replicar en lo atinente a los
ferrocarriles de carga que aduciendo pérdidas operativas dejaron de
abonar el correspondiente canon. Por último, tanto en el caso del co-
rreo como en el de los aeropuertos, como resultado de ofertas “opor-
tunistas” adjudicatarias de las respectivas concesiones, el pago de los
respectivos cánones viene discutiéndose desde sus inicios, pero sin
que los mismos sean tributados. En síntesis, el efecto fiscal positivo
del canon previsto en algunos de los más importantes –por su signifi-
cación económica– servicios privatizados constituye en realidad una

35. Véase la sección referida a las concesiones viales en el próximo capítulo.
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de las tantas falencias –o funcionalidades políticas a los intereses pri-
vados– que se manifiestan en los más diversos campos de análisis.

Por su parte, desde el punto de vista de los egresos fiscales, el Esta-
do se ha visto beneficiado por la supresión de la incidencia de los
déficit operativos de buena parte de las firmas transferidas, los cuales
en muchos casos fueron generados en el período previo a la concre-
ción de las privatizaciones (basta resaltar los ejemplos que ofrecen
ENTel, Gas del Estado, SOMISA, etc.), y también por la eliminación
de los servicios de la deuda externa capitalizada en las privatizaciones
(a un valor nominal de alrededor de 14 mil millones de dólares y con
un valor real no superior a los 6 mil). En sentido opuesto, dado que el
Estado se hizo cargo de la casi totalidad del endeudamiento interno y
externo de las empresas transferidas (alrededor de 20 mil millones de
dólares), ello supuso posteriores egresos fiscales en concepto de amor-
tizaciones y servicios de dicha deuda. Este último plano poco o nada
ha sido analizado por la literatura sobre el tema36.

Por otro lado, y como fenómeno que ha venido asumiendo un cre-
cimiento casi exponencial37, la intención oficial de preservar o acre-
centar las rentas de privilegio de las empresas prestatarias ha derivado
en la concesión de subsidios que han venido repercutiendo, en forma
creciente, sobre las alicaídas arcas fiscales.

De las consideraciones precedentes se infiere que si bien es posible
realizar ciertas aproximaciones en algunos ejemplos concretos, muy
difícilmente pueda estimarse con precisión el impacto fiscal global de
las privatizaciones. De todas maneras, en el plano agregado puede
afirmarse que a corto plazo el generalizado proceso privatizador tuvo
un efecto positivo sobre las cuentas fiscales. Sin embargo, agotado ese

36. Véase al respecto Azpiazu, D. (1995), “El programa de privatizaciones.
Desequilibrios macroeconómicos y concentración del poder económico”, en Valle,
H. y Minsburg, N. (comps.), Argentina hoy: crisis del modelo,  Ediciones Letra Buena,
Buenos Aires.

37. Muy particularmente en el caso de las concesiones viales de los corredores
nacionales y en el de los ferrocarriles de pasajeros; y bajo formas más difusas a  través
de las cláusulas de neutralidad tributaria –sacrificio fiscal mediante– concediéndoles
la posibilidad de abaratar costos vía reducciones impositivas que no fueron transferi-
das –como la norma lo indica– a los usuarios de los respectivos servicios. Véase al
respecto, Azpiazu, D. (2002), “Las privatizaciones en la Argentina. La infraestructura
vial: debilidades y discontinuidades normativas y reguladoras”, op. cit.
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primer impacto derivado esencialmente de los ingresos en efectivo y
de la supresión de los servicios de las deudas capitalizadas, las cuen-
tas públicas se vieron crecientemente erosionadas por la incidencia de
ciertos rubros –como los servicios de la deuda externa e interna ab-
sorbida por el Estado, la no percepción de los cánones previstos, la
proliferación de subsidios a las empresas prestatarias– que más que
compensaron a mediano y largo plazo ese primer impacto positivo.

Más allá del efecto fiscal en términos de flujos de ingresos y egresos,
cabe mencionar otros aspectos que directa o indirectamente están vin-
culados con tal impacto. Tal es el caso de, por ejemplo, la valoración
de los activos que fueron transferidos al sector privado donde, en ge-
neral, el valor presente de las rentas futuras resultó significativamente
superior a los respectivos precios de transferencia de las empresas. En
efecto, esa generalizada subvaluación de los activos públicos privati-
zados estuvo asociada –de modo consistente con los objetivos políti-
co-institucionales perseguidos– a la celeridad de los procesos y a la
despreocupación oficial por la reestructuración y el saneamiento tecno-
productivo, económico y financiero de las empresas a privatizar. En
otras palabras, se puede decir que en general, como en otros muchos
planos, tendió a sacrificarse los efectos de largo plazo para mantener
la estabilidad, el equilibrio fiscal y el aumento del consumo a muy
corto plazo.

De todas maneras, al margen de la generalizada subvaluación de
los activos estatales, los ingresos provenientes de las privatizaciones
fueron un elemento clave para modificar la situación de las finanzas
del sector público. En efecto, los recursos provenientes de las
privatizaciones asumieron un papel central en el reordenamiento de
las cuentas fiscales, muy particularmente en los inicios del Plan de
Convertibilidad cuando emergen como el sustento fundamental del
necesario equilibrio fiscal que requiere dicho plan de estabilización.
En este aspecto, la importancia de las privatizaciones queda de ma-
nifiesto en el hecho de que, una vez casi agotado el proceso
desestatizador, el sector público volvió a registrar abultados y cre-
cientes déficit “de caja”; hecho que desmitificó la visión neoliberal
que le asignaba a las empresa públicas el papel determinante de las
recurrentes crisis fiscales.

En síntesis, la priorización de los problemas fiscales de corto plazo
en detrimento de objetivos de mediano y largo plazo denota hasta
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dónde la celeridad –no exenta de improvisaciones– con que ha sido
encarado el programa de privatizaciones ha conspirado contra el lo-
gro de algunos de los anunciados objetivos perseguidos por el mismo.

La distribución del ingreso y el empleo

El vasto programa privatizador encarado durante la administra-
ción Menem ha generado muy diversos efectos –todos ellos de carác-
ter regresivo en lo sustantivo– sobre el mercado de trabajo y la cada
vez más deteriorada distribución del ingreso. En ambos planos, y bajo
distintas aunque complementarias perspectivas de análisis, puede
constatarse que la ejecución del programa asumió un papel central en
la explicación de, entre otros, dos de los aspectos distintivos de la
economía argentina de los noventa: una inédita crisis del mercado
laboral y una creciente inequidad en materia distributiva.

Así, en lo relativo a los efectos de las privatizaciones sobre el em-
pleo cabría distinguir dos grandes planos. Primero, el de carácter di-
recto materializado a partir de la expulsión de mano de obra de las
firmas, que a su vez reconoce dos grandes fases: una encarada por el
propio Estado como parte del “saneamiento” de las empresas antes de
su transferencia al sector privado; y otra ya bajo la responsabilidad de
los nuevos consorcios, que denota diferencias de matices –tanto en su
intensidad como en sus formas–. Segundo, el de carácter indetermi-
nado en lo cuantitativo, es el que deviene de la reducción de los plan-
teles laborales en todas aquellas firmas proveedoras de las ex-empresas
públicas que se vieron desplazadas del mercado frente a la
profundización de la apertura de la economía, el deterioro del tipo de
cambio real, las acciones de dumping y, esencialmente, la estrategia de
las empresas prestatarias de los servicios tendiente a fortalecer sus
relaciones comerciales –de importación de equipos e insumos– a par-
tir de adquisiciones intracorporativas.

En el primer caso, y contraviniendo lo expresado por la propia Ley
de Reforma del Estado donde se planteaba la necesidad de proteger
tanto el empleo en las empresas públicas a privatizar como las propias
condiciones de trabajo en las mismas, las formas bajo las que fue
implementada la política privatizadora en poco se condice con esas
argumentaciones político-institucionales originales. Muy por el con-
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trario, uno de los principales efectos del proceso de reformas estruc-
turales que vivió la Argentina durante el decenio de los años noventa
fue el papel decisivo que asumió el proceso de privatización de em-
presas públicas en términos de su aporte a los inéditos niveles de des-
empleo y a la cada vez más acentuada precarización de las condiciones
laborales de los trabajadores en actividad.

En este sentido surgen, en principio, dos fenomenologías funda-
mentales. La primera de ellas deriva del “trabajo sucio” estatal previo
a la transferencia de las empresas públicas, donde a partir de la
“racionalización” del personal, los “retiros voluntarios”, las jubilacio-
nes anticipadas y otros mecanismos de expulsión de mano de obra
(en su mayoría financiados por los organismos multilaterales de cré-
dito, con el consiguiente incremento de la deuda externa pública) se
procuró “sanear” el costo laboral –abaratándolo– de quienes resulta-
ran adjudicatarios de las “prendas de paz” ofrecidas por la adminis-
tración Menem a la “comunidad de negocios”.

La segunda se vincula con la política de empleo implementada por
las nuevas prestatarias de los servicios donde, en principio, se conjuga
la persistente expulsión de mano de obra directa, la creciente intensifi-
cación de la jornada de trabajo y la terciarización de aquellas activida-
des que, por diversas razones según sea el sector de actividad de que se
trate, tienden a minimizar los costos y/o los riesgos empresarios.

En relación con la política de disminución de las plantas de perso-
nal de las firmas a privatizar, cabe destacar –a simple título ilustrati-
vo– lo acontecido en el ámbito de la prestación del servicio de agua
potable y desagües cloacales (al momento de la transferencia de Obras
Sanitarias de la Nación, a fines de 1992, la ocupación en la misma era
casi un 35% más reducida que en 1985), del sector eléctrico (cuando
se privatiza Segba, el personal ocupado había disminuido casi un 50%
con respecto al existente a mediados de los años ochenta), y del sector
ferroviario (donde la ocupación vigente al momento de efectivizarse
el traspaso al sector privado de los principales ramales era un 80%
más baja que la vigente en 1985)38. Ello se vio acompañado, en algu-
nos sectores, por el establecimiento de distintas cláusulas de
“flexibilización” de las condiciones laborales que perjudicaron direc-

38. Duarte, M. (2001), “Los efectos de las privatizaciones sobre la ocupación en
las empresas de servicios públicos”,  Revista Realidad Económica, Nº 182.
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tamente a los trabajadores que quedaron ocupados. A modo de ejem-
plo se puede citar el caso de ENTel, en la que, al margen de haber
instrumentado una política de retiros “voluntarios”, el gobierno deci-
dió ampliar la extensión de la jornada de trabajo.

Todo lo anterior merece ser particularmente considerado por cuanto
expresa cuán eficiente resultó ser la intervención estatal –tan denostada
por los defensores del pensamiento neoliberal– en el sentido de “pre-
parar” a las empresas para su transferencia al capital concentrado in-
terno. Se trató, en todos los casos, de medidas de muy difícil realización
en términos socio-políticos; de allí que fuera el Estado el que las apli-
cara y no el sector privado. En otros términos, el “trabajo sucio” del
gobierno durante la etapa pre-privatizadora fue decisivo por cuanto
permitió que el capital concentrado interno se hiciera cargo de em-
presas completamente saneadas en términos económico-finacieros
(gran parte de los abultados pasivos de estas compañías habían sido
absorbidos por el Estado –es decir, por el conjunto de la sociedad
argentina–), “racionalizadas” en lo que respecta a sus respectivos plan-
teles de trabajadores (política de despidos y de precarización en las
condiciones laborales) y altamente rentables desde el comienzo mis-
mo de sus actividades (dados los fuertes aumentos tarifarios que se
registraron).

Dicho proceso de expulsión de mano de obra persistió bajo nuevas
formas, aunque con una menor intensidad relativa durante la presta-
ción privada de los servicios. En la generalidad de los casos, una vez
que fueron transferidas al capital concentrado, las empresas
adjudicatarias continuaron con la política de reducción de las respec-
tivas plantillas de personal que había encarado el Estado en el período
de pre-privatización39. De allí que, mientras a mediados de los años
ochenta el empleo de las empresas públicas representaba 2,3 puntos

39. A simple título ilustrativo, el empleo en el sector telefónico declinó casi un
44% desde que se vendió ENTel hasta fines de la década pasada. Asimismo, desde el
inicio de la gestión privada en 1993, el personal ocupado en Aguas Argentinas se
contrajo aproximadamente un 33%. Por último, en 1992, el último año de gestión
pública de los servicios de transporte y distribución de gas natural, el empleo ascen-
dió a algo más de 10.000 agentes, mientras que a fines del decenio la dotación agrega-
da de personal correspondiente a las ocho distribuidoras y a las dos transportistas
privadas que continuaron a Gas del Estado fue de menos de 5.000 individuos (supo-
ne una caída del orden del 50%). Al respecto, véase Duarte, M., op. cit.
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porcentuales de la Población Económicamente Activa (PEA), ya para
fines de los años noventa, una vez privatizadas, sólo alcanza a signifi-
car el 0,1%. En otras palabras, si se confrontan los niveles de ocupa-
ción, en las empresas privatizadas “el empleo actual es 23 veces inferior
al generado a mediados de los ochenta” por las entonces empresas
públicas.

Desde una perspectiva de análisis distinta, aunque complementa-
ria, otro de los componentes esenciales en el estudio de los impactos
sociales de las privatizaciones es el que surge de la identificación de
los efectos distributivos de las mismas, tomando como unidad de aná-
lisis a los hogares. Al respecto, dicho estudio deriva de la convergen-
cia de dos ejes explicativos: la evolución tarifaria y del gasto de los
hogares, por un lado, y la extensión de las redes y la consecuente
expansión de la cobertura, por otro. El primero se refiere a los precios
relativos de la economía y a sus efectos distributivos, mientras que el
segundo remite al acceso a servicios básicos y, con ello, al nivel y
calidad de vida de los hogares.

La creciente importancia de los servicios públicos en el presupues-
to familiar emerge como un fenómeno general, al cabo del período de
cobertura analítica que se deriva de la información proporcionada por
la Encuesta Nacional de Gastos de Hogares que elabora el INDEC (en
este caso 1985-86 versus 1996-97). En general, aunque con diferen-
cias entre servicios, la proporción del gasto total familiar destinada al
consumo de servicios públicos aumentó de manera notable en poco
más de una década. En los hogares de menores ingresos –el primer
decil– los incrementos son los más acentuados (sin contar el aumento
del gasto por expansión de la cobertura). Tal estrato destina al pago de
servicios públicos una proporción tal (14,5% del por cierto reducido
y declinante presupuesto total del hogar) que corresponde a más de la
cuarta parte de lo que el mismo decil canaliza hacia el consumo de
alimentos y bebidas.

De todas maneras, ese incremento del gasto de los sectores más
pobres está ínfimamente asociado a un mayor nivel de acceso a los
servicios. El aumento de la cantidad de hogares de bajos ingresos
cubiertos no parece haber jugado un papel importante en la explica-
ción del notable crecimiento registrado, antes y después de las
privatizaciones, en el peso de los servicios públicos en el ingreso
total de estas familias. En lo que respecta a la cobertura de los servi-
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cios, la misma fue de significativa magnitud sobre todo en telefonía
básica y gas natural, aunque sólo tiene carácter progresivo en el sec-
tor de energía eléctrica. En el servicio de provisión de agua potable
la extensión de la red fue muy pobre, y en el servicio de desagües
cloacales se registró un retroceso en la cobertura en todos los deciles
de ingreso40.

Lo anterior sugiere que la mayor “propensión a gastar” en servi-
cios básicos por parte de los hogares de menores ingresos se debe
fundamentalmente a, por un lado, el considerable aumento de las
tarifas que tuvo lugar como producto de las privatizaciones (lo cual
incluye tanto los incrementos tarifarios realizados antes de hacerse
efectiva la transferencia de las empresas públicas, como los realiza-
dos una vez que las mismas ya se encontraban en manos privadas) y,
por otro, a la brusca contracción en los ingresos populares que se
derivó de la aplicación de la política de ajuste neoconservador del
menemismo. En otras palabras, el programa de privatizaciones se
caracterizó por presentar un marcado sesgo regresivo que se refleja
en que los sectores populares están destinando una proporción cre-
ciente de sus ingresos –cada vez más reducidos– para pagar los ser-
vicios públicos. Naturalmente, ese mayor gasto en servicios determina
que estos sectores posterguen el consumo de ciertas mercancías su-
mamente esenciales para su subsistencia (alimentos, indumentaria,
etc.) o, en su defecto, como viene manifestándose en forma crecien-
te, generen la morosidad de pago de las facturas que a su vez deviene
en el posterior corte del servicio por parte de las empresas prestata-
rias.

Los impactos distributivos de las privatizaciones que surgen del
análisis precedente (una mayor proporción del gasto en los sectores
sociales más pobres y una despareja y regresiva extensión de la cober-
tura en algunos servicios) son, sin duda, resultantes naturales y previ-
sibles de las propias características y modalidades adoptadas por el
programa privatizador y del contexto político-institucional en el que
el mismo se inscribió.

40. Véase Arza, C. (2002), “El impacto social de las privatizaciones. El caso de los
servicios públicos domiciliarios”; Documento de Trabajo Nº 3 del Proyecto
“Privatización y Regulación en la Economía Argentina”, Buenos Aires, FLACSO, Área
de Economía y Tecnología.



75

DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN, A FINES DE 2001, DE LAS ÁREAS Y...

El estudio del impacto de las privatizaciones sobre la distribución
del ingreso se vincula con el análisis de sus efectos diferenciales en
consonancia con los distintos estratos sociales. Otra perspectiva com-
plementaria es la que surge del análisis de la evolución de las tarifas
abonadas por los distintos tipos de usuarios y también la forma en
que se distribuyen los recursos entre los empresarios y los trabajado-
res en el interior de las prestatarias privadas de servicios públicos. Al
respecto, la información que proporciona el INDEC41 brinda suficientes
elementos de juicio en torno al papel decisivo que han jugado las
privatizaciones en la reconfiguración del capital concentrado interno
y, fundamentalmente, a las asimetrías de comportamiento que se ma-
nifiestan en su interior.

Se trata, en tal sentido, de las 500 más grandes firmas del país entre
las que el INDEC, en 1999, identifica 84 vinculadas con los distintos
procesos de privatizaciones desarrollados en el país (en 1995 eran
74). Si bien se trata de un número muy reducido de firmas, no resulta
para nada despreciable su significación relativa en la mayor parte de
las variables relevadas en el estudio del INDEC: entre 1995 y 1999
aportaron en promedio cerca del 30% de la producción generada de
conjunto por las 500 líderes, casi el 40% del valor agregado total y
más de la mitad de las utilidades globales, el 17% de la ocupación y el
22% de la totalidad.

Esos disímiles porcentajes de participación permiten inferir la exis-
tencia de marcadas divergencias entre las privatizadas y el resto de las
grandes empresas del país en términos de productividad del trabajo y
salarios medios o, en otras palabras, respecto a la distribución relativa
de los recursos entre el capital y el trabajo, según los distintos tipos de
empresas.

La información proporcionada brinda elementos de juicio suficien-
tes como para afirmar que el proceso de transferencia de recursos del
trabajo al capital adquirió una mayor intensidad relativa en el caso de
las empresas privatizadas que en el resto de las líderes: entre 1995 y
1999, la productividad laboral promedio del primer subgrupo de fir-
mas (valor agregado por ocupado) se expandió casi un 22%, mientras
que la del segundo se incrementó menos de un 16%. En el mismo
período, el salario medio de los trabajadores empleados en las privati-

41. Véase INDEC (2001), op. cit.
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zadas aumentó más de un 7%, al tiempo que en las restantes empresas
del panel creció cerca de un 5%.

Lo anterior sugiere que en las privatizadas se ha registrado una
mucho más regresiva distribución del ingreso que en el resto de las
grandes firmas o, en otros términos, que los empresarios se han apro-
piado de una proporción más grande del excedente generado por los
trabajadores: siempre entre 1995 y 1999, la relación productividad/
salario medio (un indicador proxy de la asignación interna de recur-
sos entre el capital y el trabajo) en las líderes vinculadas con las
privatizaciones creció un 13%, porcentual que se ubicó en el 5% en el
caso de las no relacionadas con dicha política pública. En ese marco,

Cuadro Nº 6
Las 500 empresas más grandes de la Argentina. Evolución de algunos
indicadores de comportamiento según el vínculo de las firmas con el

proceso de privatizaciones, 1995-1999
(índice 1995=100 y porcentajes)

Índice 1999

Valor agregado*
Privatizadas 128,8
No privatizadas 112,8
Total 118,6

Productividad
Privatizadas 121,6
No privatizadas 110,9
Total 115,8

Salario Medio
Privatizadas 107,5
No privatizadas 105,5
Total 106,2

Productividad/Salario medio
Privatizadas 113,1
No privatizadas 105,2
Total 109,1

* Tomado a precios corrientes.
Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a INDEC: Encuesta Na-
cional a Grandes Empresas, 2001.
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apenas en un quinquenio, la participación de los trabajadores de las
empresas privatizadas en el valor agregado se redujo del 18,6% al
16,5%. En otras palabras, apenas en cinco años los asalariados de las
privatizadas han transferido al capital más de dos puntos adicionales
(más del 11% de su participación) de su ya deteriorada incidencia en
la distribución interna de los recursos, los que se suman a los transfe-
ridos en su condición de usuarios y consumidores de los distintos
servicios públicos privatizados. A tal punto alcanzó el proceso men-
cionado que, a fines de la década pasada, la participación de los traba-
jadores de las empresas privatizadas en el valor agregado generado de
conjunto por estas compañías (16,5%) equivale a menos de la mitad
de la –por cierto reducida– incidencia que se verifica a nivel de las no
relacionadas con el proceso de privatización.

La formación de capital y su conformación

Como se desprende de algunas de las consideraciones del capítulo
introductorio, y atento a la profunda desinversión acumulada en los
últimos años del decenio de los ochenta –con su consiguiente impac-
to sobre la calidad de los servicios prestados a la sociedad–, el estímu-
lo a la formación de capital en las empresas prestatarias de servicios
públicos se constituyó en uno de los objetivos proclamados para la
necesaria premura en la ejecución del programa de privatizaciones y,
a la vez, en uno de los principales fundamentos y uno de los resulta-
dos más esperados de la consecución del mismo.

En tal sentido, como derivación de la profunda crisis fiscal (que
se fuera acentuado hacia fines de la década e incluso a principios de
los noventa) de la inversión pública, en general, y de la de aquella
correspondiente a las empresas estatales, en especial, el deterioro en
materia de prestación de la mayor parte de los servicios públicos
alcanzó niveles casi extremos. Ello, a su vez, tendió a verse profun-
dizado –en algunos casos en forma deliberada– durante los inicios
de la administración Menem y a constituirse, así, en uno de los so-
portes sociales básicos como aval a la necesaria recurrencia al capi-
tal privado para la “necesaria” reconstitución de los servicios. De
allí que, como se señalara precedentemente, la formación de capital
sólo podría provenir del capital privado que, a la vez, generaría efec-
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tos multiplicadores sobre el conjunto de la inversión privada do-
méstica.

Ello supone, en última instancia, el reconocimiento de dos gran-
des componentes en cuanto a la relación entre inversión doméstica y
privatizaciones: en primer término, la formación de capital que reali-
zarían los consorcios adjudicatarios (en muchos casos, comprometi-
da formalmente en los respectivos contratos de concesión y/o
transferencia) y, por otro lado, los efectos multiplicadores potenciales
que se derivarían de la misma.

En cuanto al primer y determinante impacto, la simple rehabilita-
ción y/o recomposición de los niveles mínimos requeridos para la re-
cuperación del profundo deterioro de los años precedentes, en materia
de inversión y de calidad de la prestación, ya garantizaba per se un
incremento sustantivo de la formación de capital por parte de las nue-
vas empresas privadas responsables de la prestación de tales servicios.
En ese marco, de acuerdo a las primeras estimaciones oficiales, de
sólo considerar la formación de capital que se derivaría de un muy
amplio grupo de áreas privatizadas (gas, teléfonos, electricidad, ferro-
carriles, subterráneos, vialidad, puertos, aguas y servicios cloacales –
no se contemplaban en esas primeras estimaciones las asociadas al
sector petrolero, sin duda, las de mayor significación relativa–) la in-
versión agregada resultante equivaldría a poco más del 2% del PBI
hasta mediados del decenio, para luego estabilizarse en torno al 1,5%
hasta fines de la década de los noventa. Por su parte, según esas mis-
mas estimaciones oficiales, las inversiones comprometidas
contractualmente por las empresas privatizadas o concesionadas se
ubicarían en 1994 en torno al 1,0% del PBI para decrecer, a partir de
1995, al 0,8% del PBI. Tales montos de inversión ascenderían, siem-
pre según las proyecciones oficiales, a un promedio anual cercano a
los 2.600 millones de dólares en el trienio 1993-95, nivel que repre-
sentaría apenas las dos terceras partes de la formación de capital rea-
lizada por las Empresas Públicas –siempre como promedio anual–
durante el trienio 1980-82, y al 54,6% de la correspondiente al perío-
do 1986-88.

Aun cuando la inversión prevista en las áreas privatizadas se ubi-
caba por debajo de los valores promedio durante la mayor parte de la
década de los años ochenta, tal formación de capital conllevó un im-
portante incremento respecto de los muy bajos niveles registrados en
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los años inmediatamente anteriores a la transferencia de las empresas
públicas. En tal sentido, cabe reiterar que ello se asocia, por un lado,
a la aguda y generalizada desinversión de las mismas en los años pre-
vios y, por otro, a las necesidades de reacondicionamiento y manteni-
miento de los servicios privatizados que como producto de la
cuasi-inexistencia de formación de capital se encontraban, en gene-
ral, en estado crítico y al borde del colapso en cuanto a la propia pres-
tación de algunos servicios.

En tal sentido, en los primeros años de los noventa se verifica un
importante impacto positivo sobre la inversión agregada (el ejemplo
que brindan las telecomunicaciones es por demás significativo, en tanto
se alcanzó en poco tiempo la digitalización integral de la red) que, sin
embargo, ve amortiguado su efecto multiplicador por el alto compo-
nente de equipamiento adquirido en el exterior (como también muy
particularmente en el caso de las telecomunicaciones) que a la vez
quedó circunscripto a un número muy reducido de sectores de activi-
dad (algunas construcciones, siderurgia –caños con y sin costura, tu-
bos, rieles, etc.–, materiales para la construcción, motores y turbinas,
maquinaria, aparatos y suministros eléctricos, equipo ferroviario, etc.).

De todas maneras, y antes de analizar ese acotado efecto
multiplicador, no ajeno a las omisiones oficiales en cuanto a las exi-
gencias de cumplimiento de las legislaciones del “compre argentino”
y de “contrate nacional”, el propio Viceministro de Economía durante
la gestión de Cavallo, Juan José Llach42, reconoció a poco de abando-
nar su cargo que hasta más allá de pasada la mitad de la década de los
años noventa la inversión que realizó el conjunto de las privatizadas
no llegó a representar el 1% del PBI, muy por debajo de las previsio-
nes originales.

Sin embargo, no puede dejar de reconocerse, especialmente si se
incluyen las inversiones en el sector petrolero (de incluirse las efec-
tuadas en refinación, representan entre el 15% y el 20% del total de la
inversión de las 500 empresas de mayor facturación del país), que la
formación de capital de las empresas privatizadas ha ocupado un pa-
pel decisivo en la recuperación de la inversión en el país durante el
decenio. Es más, una vez privatizada Y.P.F. y considerando el panel de

42. Véase al respecto Llach, J.(1997), Otro siglo, otra Argentina, Editorial Ariel,
Buenos Aires.
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las 500 mayores firmas del país, la formación de capital de las privati-
zadas explicaba porcentuales superiores al 50% del total hasta media-
dos de la década.

Ello tiende a revertirse en buena medida en la segunda mitad. Al
respecto, en el marco de un sesgo decreciente de la formación de capi-
tal de las grandes firmas del país, el Gráfico Nº5 permite constatar
que esa caída en los niveles de inversión resulta mucho más intensa
en el ámbito de las empresas privatizadas que en el resto de las líderes
del país, a punto tal que los valores correspondientes al año 2000 se
ubican por debajo de la mitad de los registros correspondientes a 1993.

 En realidad, esa decreciente inversión de las empresas privatiza-
das denota, a la vez, otro importante fenómeno que se ha venido veri-
ficando en cuanto a la propia propensión de las mismas en materia de
formación de capital. En efecto, como surge del Gráfico Nº 6, la tasa de
inversión (Inversión Bruta Fija respecto a Valor Agregado) de las mis-
mas revela un sesgo decreciente que incluso resulta muy notorio a
partir de 1995 y alcanza sus niveles extremos en el año 2000, donde
sólo han canalizado hacia la formación de capital poco más de la cuar-
ta parte del valor agregado generado en el año (cuando, por ejemplo,
en 1993 tal porcentual se aproximaba a casi las dos terceras partes).

Gráfico Nº 5
Evolución de la tasa de inversión de las empresas de la cúpula según el

vínculo de las firmas con el proceso de privatizaciones, 1993-2000
(base 1993=100)

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la Flacso en base a INDEC, “Encuesta Nacio-
nal a Grandes Empresas”, 2001.
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Como se podía inferir hasta de las propias estimaciones oficiales
originales, aunque en magnitudes inferiores a las de aquellas, el prin-
cipal impacto positivo de la inversión de las privatizadas se verificó en
sus primeros años de gestión para después tender a decrecer
sistemáticamente, tanto si se las compara con el resto de las grandes
empresas del país como sobre todo si se jerarquiza su significación en
términos del coeficiente de inversión/valor agregado respectivo.

Más allá del impacto directo de la formación de capital de las pri-
vatizadas, el otro componente esencial que tiene que ver con la mis-
ma y que contrasta fuertemente con la historia de la evolución de la
inversión privada en la Argentina es el tradicional efecto propulsor
que emanaba de la inversión pública, en general, y de la realizada por
las empresas públicas, en especial. En ese marco, la generalizada acti-
tud de las firmas privatizadas por realizar importaciones sustitutivas
de la producción doméstica (favorecida por las omisiones reguladoras
en materia de cumplimiento de la normativa del compre y el contrate
nacional, el escaso o nulo control de prácticas de dumping, la total
despreocupación oficial por los precios de transferencia en las com-

Gráfico Nº 6
Evolución de la tasa de inversión de las empresas de la cúpula , 1993-2000

(porcentajes)

Fuente: Área de Economía y Tecnología de la Flacso en base a INDEC, “Encuesta Nacio-
nal a Grandes Empresas”
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pras de bienes de capital e insumos y, en particular, el deterioro del
tipo de cambio) ha derivado, como se señaló, en el desmantelamiento
o desaparición de una proporción muy significativa de los tradiciona-
les proveedores locales de tales empresas con sus consiguientes efec-
tos sobre el propio proceso de desindustrialización y de regresividad
estructural del sector manufacturero doméstico. Muy particularmen-
te en el ámbito de los sectores productores de bienes de capital se ha
centrado ese efecto de desplazamiento de producción local por com-
pras intracorporativas por parte de las empresas prestatarias de los
servicios privatizados.

Por último, cabe una última digresión de carácter general. En tan-
to las actividades más dinámicas en términos de ventas y rentabilidad
han sido, durante los años noventa, las protegidas de la competencia
externa y las prestadoras de los servicios, la formación de capital ha
tendido a reproducir y consolidar tal configuración. En ese marco, se
ha visto desincentivada la inversión en la mayor parte de los sectores
productores de bienes frente a las opciones que han ofrecido los pro-
cesos de privatización en particular, así como buena parte de los ser-
vicios y las actividades asociadas a bienes y servicios no transables
con el exterior en general. Las expectativas de rentabilidad que se
derivaron de la estructura de precios relativos, del propio equilibrio
macroeconómico y de la demanda efectiva de bienes de producción
local no han alentado, salvo algunas excepciones, la formación de
capital en el ámbito de los sectores productores de bienes transables.

Del conjunto de las consideraciones precedentes se desprende di-
rectamente, o en su defecto puede inferirse, la presencia de una mul-
tiplicidad de deficiencias en cuanto al papel real del Estado en su
condición de regulador de estos nuevos agentes privados, mono u
oligopólicos, responsables de la prestación de los servicios públicos
que le fuera transferida. Las mismas se manifiestan, por acción u omi-
sión, en los más diversos planos y bajo las más heterogéneas modali-
dades –aunque siempre funcionales a los intereses de las prestatarias–.
Basta señalar, entre otras, las vinculadas con los propios esquemas
normativos en términos de los marcos en los que se debería inscribir
la operatoria de estos nuevos actores privados como las concernientes
a la institucionalidad regulatoria, a las características que fuera asu-
miendo la regulación pública (en particular la tarifaria, aunque no la
única), a las actividades de control de los compromisos asumidos por
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las empresas prestatarias, a la sistemática violación de diversas nor-
mas legales por parte de distintas instancias del Poder Ejecutivo Na-
cional (P.E.N.) a partir de opacas y recurrentes renegociaciones
contractuales (siempre con un mismo denominador común: la pre-
servación o acrecentamiento de los privilegios de las firmas), y a la
despreocupación por la regulación de la propiedad y la protección de
usuarios y consumidores.

Bajo ese tan amplio espectro de problemáticas, un primer elemen-
to a destacar se refiere a las modalidades adoptadas con respecto al
cuerpo normativo –y al consiguiente debate parlamentario– que sus-
tentara las distintas privatizaciones. Sin que por ello pueda
adjudicárseles el carácter de “ejemplares” o de “sistema apropiado”
de privatización, las realizadas en el ámbito de la electricidad y par-
cialmente en el del gas natural revelan ciertos atributos que las dife-
rencian positivamente de la casi totalidad de los procesos desarrollados
en otras áreas y sectores. Al margen de toda consideración tanto sobre
la justificación de las mismas, su diseño y la ingeniería institucional
que las estructuran como sobre el fundamentalismo de mercado que
en buena parte las sustenta y la desatención por las posibles formas de
expansión del sistema energético a mediano y largo plazo, deben
reconocérseles avances sustantivos respecto a las restantes
privatizaciones al cumplimentar, por lo menos, algunas de las mejo-
res prácticas en la materia. Se trata, en especial, de las referidas a cier-
tos principios básicos y elementales como, por ejemplo, la formulación
previa de los marcos reguladores y, fundamentalmente, la sanción de
leyes específicas que los convaliden43. Ello limitó o restringió en gran
medida la emergencia de, tal vez, uno de los principales y más perni-
ciosos rasgos distintivos del programa de privatizaciones desarrollado
en la Argentina: la sistemática recurrencia a muy poco transparentes
renegociaciones contractuales (por ejemplo, las que se han manifes-
tado en el plano tarifario) que han llegado a desvirtuar o por lo menos
alterar en forma sustantiva la normativa original.

La renegociación de los contratos de concesión y los cambios in-
troducidos en diversas cláusulas contractuales y/o en la propia nor-

43. Si bien en el caso de la sanción de la Ley Nº24.076, por la que se aprobó el
marco regulador de la privatización gasífera, debió recurrirse al voto favorable del
recordado “diputrucho”.
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mativa reguladora emergen como una constante del período post-
privatización. Las renegociaciones se han centrado, en la generalidad
de los casos, en modificaciones que han alterado las tarifas de los dis-
tintos servicios y de las respectivas cláusulas de ajuste periódico, los
compromisos de inversión de las empresas –convalidando los generali-
zados incumplimientos en la materia–, las fuentes de financiamiento de
las mismas, los índices de calidad de los servicios que debían satisfacer-
se y/o los plazos de concesión de los servicios. Incluso se ha visto modi-
ficado el propio objeto o alcance de las concesiones originales.

Al respecto, y antes de continuar con una descripción analítica de
las peculiaridades que revela la institucionalidad normativa y
reguladora en el país, cabe identificar los elementos esenciales que
han ido caracterizando esa recurrente introducción de cambios en la
regulación que, en muchos casos, resultan violatorios de normas de
superior rango legal.

Un primer denominador común remite a la consideración de las
formas y de las metodologías que han adoptado tales renegociaciones.
Las mismas se han desarrollado, en todos los casos, entre funciona-
rios del P.E.N.44 y cada una de las empresas concesionarias o
licenciatarias. Sus resultados se han visto plasmados en decretos, re-
soluciones o simples actas-acuerdo –en muchos casos de dudosa lega-
lidad como, por ejemplo, los vinculados con la dolarización e
indexación de las tarifas– que en general se adecuaron plenamente a
las inquietudes y propuestas de las empresas prestadoras de los servi-
cios y que contravinieron lo dispuesto en leyes de la Nación. De allí la
trascendencia señalada precedentemente en cuanto a las privatizaciones
por ley de la energía eléctrica y el gas natural que, si bien han sufrido
ligeras modificaciones, en poco o nada se asemejan –en cuanto a la
significación económica de sus impactos– a las que se han ido verifi-
cando en las restantes áreas/sectores privatizados.

En todos los casos, la opacidad de las renegociaciones o la nula
transparencia de las mismas permitieron satisfacer demandas empre-
sarias a costa de los intereses de usuarios y consumidores, a quienes
ni siquiera se les brindó la posibilidad de participar en audiencias

44.  Se efectuaron marginando a las propias agencias reguladoras –incluso desco-
nociendo la opinión de éstas–, así como al Poder Legislativo y, obviamente, a las
asociaciones de usuarios y consumidores.
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públicas en las que, aun cuando no fueran vinculantes, podrían haber
dejado reflejada su opinión respecto a esas discrecionales negociacio-
nes encaradas por el P.E.N. con las compañías privatizadas.

Así, esa nula transparencia sumada a los resultados reales de tales
renegociaciones contractuales y/o normativas remite a la clara presun-
ción de prácticas oficiales claramente desventajosas para los intereses
sociales en juego (no así para los de las empresas privadas involucradas).

Otro de los denominadores comunes de las diversas renegociaciones
contractuales ha sido, sin duda, el de la preservación (o acrecenta-
miento) de las ganancias extraordinarias que gozan los consorcios
adjudicatarios de las privatizaciones. En efecto, cualquiera sea la
renegociación que se considere (hasta aquellas que, como la primera
celebrada con los concesionarios viales de las rutas nacionales, con-
llevaban la reducción de las tarifas de peaje y que se vieron cubiertas
por subsidios o “compensaciones indemnizatorias”), la rentabilidad
empresaria se ha visto asegurada o acrecentada al privilegiar
unilateralmente una por demás dudosa interpretación de la “seguri-
dad jurídica” de las empresas prestadoras de los servicios privatiza-
dos. Las metodologías de renegociación y la propia dinámica y el
contexto macroeconómico y político en el que las mismas se han
inscripto terminaron por confluir, por un lado, en la garantía de un
nulo riesgo empresario –rasgo característico del mercado de las
privatizaciones– y , por otro, en un contexto regulador que hizo viable
la obtención de tasas de rentabilidad extraordinarias.

Así, sistemáticamente, las estrategias oficiales de negociación han
partido de una concepción en la que la “seguridad jurídica” ha queda-
do circunscripta a mantener inalterada la ecuación económico-finan-
ciera original de las empresas45, aun cuando ello suponga contravenir
normas jurídicas de superior rango legal. Los ejemplos más ilustrativos
lo brindan, sin duda, la dolarización de las tarifas y la incorporación
de cláusulas de indexación por índices de precios de los EE.UU. que,
naturalmente, violan las taxativas disposiciones de la Ley de
Convertibilidad. Idénticas consideraciones cabe realizar respecto a la

45. Formulada, en la generalidad de los casos, en pleno contexto hiperinflacionario,
con las consiguientes y considerables primas de riesgo (injustificadas bajo condicio-
nes de relativa estabilidad, e incluso deflación, de precios como a las que asistió la
economía argentina durante la vigencia de la Convertibilidad).
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renegociación de los contratos con los concesionarios viales de las
rutas nacionales que, también, han violado lo dispuesto explícitamente
en las Leyes Nº17.520 (de peaje) y Nº23.696 (de Reforma del Estado)
en cuanto a la “razonabilidad” de las tarifas de peaje.

Un tercer denominador común de las renegociaciones es el que
se vincula con la priorización sistemática y excluyente de los intere-
ses privados por encima de los sociales, al margen de toda conside-
ración sobre los derechos adquiridos por consumidores y usuarios.
La señalada dolarización de precios y tarifas así como la incorpora-
ción y modificación ad hoc de sus respectivas cláusulas de ajuste, el
diferimiento o condonación de obras e inversiones comprometidas
contractualmente, el no cumplimiento de los índices de calidad del
servicio son, entre otros, algunos claros ejemplos de la inseguridad
jurídica a la que se ha sometido a usuarios y a consumidores. En ese
marco, la usual preocupación empresaria por la seguridad jurídica
(de unos pocos) y por la eliminación de la incertidumbre normativa
parece no haber tenido correlato alguno cuando se afectaron los inte-
reses de consumidores y usuarios. La “seguridad jurídica” tuvo, en
realidad, un único parámetro analítico independiente de toda otra
connotación económico-social: la preservación de las rentas de privi-
legio de las prestadoras de los servicios privatizados. La forma que
finalmente adoptó el rebalanceo de las tarifas telefónicas la renegociación
de los incumplimientos en materia de inversiones (como en el caso de
las concesiones viales, en el de ferrocarriles y en el de aguas y servicios
cloacales) emergen como algunos de los tantos ejemplos de desconoci-
miento de la seguridad jurídica de usuarios y consumidores.

Esta extensa referencia a los principales denominadores comu-
nes de la profusa gama de renegociaciones de diversas cláusulas con-
tractuales resulta por demás ilustrativa en torno a, por lo menos,
dos grandes ejes temáticos. El primero de ellos, como se señaló
precedentemente, se refiere a la inexistencia de debate parlamentario
previo que diera lugar, a la vez, a la sanción de leyes específicas que
sin duda habrían morigerado o minimizado sustancialmente la siste-
mática recurrencia a las llamadas “readecuaciones” contractuales (que,
en muchos casos, al visualizarse como una práctica común indujeron
y/o facilitaron la emergencia de ofertas oportunistas –los casos de la
concesión de aguas y saneamiento así como la del correo y los aero-
puertos constituyen claros ejemplos de ello–, a sabiendas de la poste-
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rior renegociación de aquellas cláusulas “inapropiadas” para los inte-
reses de los ganadores de las correspondientes licitaciones o concur-
sos). El segundo eje a destacar remite a la consideración de uno de los
aspectos más relevantes que sintetiza, en buena medida, el papel de la
regulación pública en la Argentina. En efecto, la misma ha sido muy
débil o inexistente si se considera su significativa incapacidad –cuan-
do no falta de voluntad– para promover distintas medidas tendientes
a introducir competencia, a cumplimentar con los propios preceptos
normativos e incluso constitucionales46, y para proteger a los usua-
rios y consumidores; mientras que reveló una gran fortaleza para ga-
rantizar y potenciar el elevado poder de mercado que adquirieron así
como los ingentes beneficios que internalizaron las firmas que toma-
ron a su cargo la prestación de los diferentes servicios públicos trans-
feridos al ámbito privado durante la década pasada.

Cabe reiterar que ese rasgo distintivo de las privatizaciones locales
–las permanentes “readecuaciones” contractuales– se ha visto facili-
tado por la inexistencia de leyes específicas (aun cuando, en muchos
casos, las mismas fueran violadas como es el caso de la de
Convertibilidad, de la que establece el llamado “Pacto fiscal Federal”,
por el hecho de que la mayoría de tales violaciones o contravenciones
se han concretado o visto amparadas a partir de decretos y resolucio-
nes que, como tales, son fácilmente modificados por normas de simi-
lar status jurídico).

Ello remite, en buena medida, a ciertas reflexiones en torno a las
características sobresalientes de la “institucionalidad reguladora” en
la Argentina. En ese marco cabría destacar, en primer lugar, que la

46. Como en lo que se refiere al Artículo 42 de la Constitución Nacional que
establece que “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho [...]
a la protección de su salud, seguridad, e intereses económicos; a una información
adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno.
Las autoridades proveerán la protección de esos derechos, a la educación para el
consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mer-
cados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de
los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y usua-
rios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución
de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia na-
cional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y
usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.”
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formulación y la adopción de criterios y/o normas reguladoras fue-
ron, en general, desarrolladas para cada empresa que se privatizaba y/
o por área que se transfería a la órbita privada. Es más, los propios
entes de control y/o regulación fueron concebidos a partir de cada
servicio o firma privatizada, pero en forma independiente entre sí y,
en general, con posterioridad a la adjudicación de las respectivas con-
cesiones o licencias y a la consiguiente transferencia de los activos.
Como se desprende de la literatura sobre el tema, tal segmentación
sumada a la improvisación tiende a potenciar en forma considerable
los riesgos de la llamada captura del regulador por parte del poder
político y/o de la/s empresa/s regulada/s (la llamada, a nivel de las
agencias reguladoras, captura bifronte). Un caso por demás ilustrativo
lo brindan las concesiones viales (rutas nacionales, por un lado, redes
de acceso, por otro, sumado a otros muchos entes nacionales de juris-
dicción provincial de similares características). En ese sentido, no cabe
duda que la atomización de la regulación ha favorecido la captura del
regulador por parte de la/s empresa/s regulada/s, en especial.

En segundo lugar, en tanto se trata de un tema que condicionó
buena parte de todo el desarrollo posterior de la regulación de los
servicios públicos en la Argentina, cabe resaltar la que se vincula con
el desfase temporal existente entre el momento de la privatización o
transferencia de los servicios, el de sanción de los marcos reguladores
y el de creación de los órganos reguladores de los servicios transferi-
dos al sector privado. Al respecto, el Diagrama Nº1 resulta suficiente-
mente ilustrativo de lo atípico del ejemplo argentino.

Sin duda, como sucediera en la Argentina en más de un ámbito y
ante la ausencia de marcos reguladores, los contratos de concesión
fijaron determinadas cláusulas que luego en muchos casos condicio-
naron o entraron en contradicción con los marcos posteriormente
aprobados. Más allá de toda consideración respecto al diseño específi-
co de cada una de las instancias, la secuencia lógica y razonable es,
obviamente (como se desprende del diagrama), la de la formulación
de los marcos reguladores en los que se debería encuadrar el desem-
peño de los mercados y de los agentes que intervienen; de allí la cons-
titución de los entes con misiones y funciones acordes a tales marcos,
y recién a partir de todo ello la transferencia de los activos públicos.

Las situaciones variaron según la temporalidad de las distintas
privatizaciones y el tipo de servicio considerado. El servicio telefóni-
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Diagrama Nº1
Institucionalidad reguladora. Secuencia lógica y prevista

• Lógica Marco Regulador
M.R.

Ente Regulador
E.R.

Privatización
PRI

Situaciones sectoriales en la Argentina

• Telecomunicaciones PRI M.R. E.R.

• Ferrocarriles PRI M.R. E.R.

• Electricidad M.R. PRI E.R.

• Gas Natural M.R. PRI E.R.

• Agua y Saneamiento M.R. E.R. PRI

• Concesiones viales PRI E.R.

co, el transporte aéreo y el ferroviario fueron privatizados sin previa
sanción del respectivo marco regulador ni creación del ente corres-
pondiente. Los servicios eléctricos y de gas se privatizaron con el marco
regulador sancionado pero sin un ente regulador establecido (aun
cuando ya estaba contemplado en el contenido de las respectivas le-
yes marco). En el caso –único acorde a las recomendaciones de la
amplia literatura y experiencia sobre el tema– de la provisión de agua
potable, la sanción del marco regulador y la constitución del ente re-
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gulador fueron previos a la transferencia al concesionario. Existen,
por otra parte, casos extremos como el de la aeronavegación, donde
ni siquiera llegaron a definirse esquemas reguladores específicos, o el
de las concesiones viales, donde se constituyeron con posterioridad
como una dependencia de la Dirección Nacional de Vialidad sólo de
incumbencia en el “control” de las rutas concesionadas, prácticamen-
te como una simple oficina administrativa de dicha Dirección.

El problema central, que permitiría explicar la creación tardía de
los organismos de regulación, ha sido la ausencia de criterios
preestablecidos acerca del funcionamiento esperado de los servicios y
de los propios organismos de control. La literatura señala que la in-
certidumbre respecto a los alcances del marco regulador puede gene-
rar formas de selección adversas al atraer a inversionistas dispuestos a
tomar riesgos más altos, o a aquellos con mayor capacidad para ejer-
cer influencia y captar rentas en desmedro de los consumidores. En la
práctica, la falta de definición normativa alentó comportamientos
oportunistas, como ya se ha señalado en diversas áreas.

Asimismo, la imprecisión en cuanto a la jerarquización de los ob-
jetivos en las misiones y funciones de los entes torna aun más acotada
su inserción. Mientras en Inglaterra la promoción de la competencia
es, en general, el objetivo prioritario que guía la acción de las agencias
reguladoras, en el país se han ido bifurcando desde sus orígenes dos
de las actividades esenciales de las agencias reguladoras: por un lado,
la reguladora propiamente dicha (incluyendo la tarifaria, preserva-
ción del medio ambiente, expansión y universalización, etc.) y, por
otro, la de simple control o fiscalización de determinados aspectos de
los contratos y/o de los respectivos marcos.

En síntesis, enmarcado en un muy bajo, si no nulo, grado de auto-
nomía e independencia del poder político y atendiendo al esquema
general de las actividades que deberían asumir las agencias –a) regu-
lación; b) fiscalización y control, y c) sanción–, en casi todos los casos
las actividades de regulación fueron quedando en manos de la respec-
tiva autoridad o Secretaria de Estado o Ministerio político.

Por ejemplo, un caso extremo lo ofrecen el Órgano de Control de
las Concesiones Viales, el Órgano de Control de la Red de Accesos a
Buenos Aires y el ahora, como fusión de aquellos, Órgano de Control
de las Concesiones Viales (OCCOVI); sus funciones se limitan, prác-
ticamente, al control del estado de las rutas. La fijación de las tarifas y
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las recurrentes renegociaciones contractuales, por ejemplo, siempre
han quedado en manos de la Secretaría de Transporte. Algo similar
ocurre con la Comisión Nacional de Regulación del Transporte –
CNRT– (donde quedó subsumida la regulación de las concesiones
ferroviarias) y con sus antecesores en el control del transporte ferro-
viario. Otro caso, en el que paulatinamente se tendió a una similar
inserción institucional, es el de la Comisión Nacional de Telecomuni-
caciones, después Comisión Nacional de Comunicaciones, que prác-
ticamente ha quedado integrada como dependencia de la Secretaría
de Comunicaciones en la órbita, ahora, de la Presidencia de la Na-
ción. La pregonada independencia o autonomía de los entes no es, en
estos últimos casos, ni siquiera formal.

Esto remite a otro tema crucial en el que también las heteroge-
neidades emergen como rasgo central: el del financiamiento de las
actuales agencias reguladoras, que incluso podría ser considerado como
un indicador proxy del grado de autonomía efectiva de las mismas. El
origen de los recursos y los mecanismos establecidos para su obten-
ción y asignación constituyen indicadores elocuentes acerca del gra-
do de independencia de los entes reguladores respecto de las empresas
y del poder político. En realidad, la/s fuente/s de financiamiento de
cada una de esas organizaciones es también un indicador de sus res-
pectivas potencialidades como entes autónomos en el más amplio sen-
tido del término. En este campo, la situación de los entes es por demás
heterogénea. El Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) y el
Ente Regulador de la Electricidad (ENRE) confeccionan sus presu-
puestos y los elevan al P.E.N. para su inclusión en el proyecto de pre-
supuesto nacional. En ambos casos, los recursos para el financiamiento
provienen fundamentalmente de las tasas de inspección y control que
pagan los distintos actores del sistema (así como de las multas
percibidas) en función de los ingresos percibidos por los mismos en el
año precedente (se trata de todos aquellos agentes sujetos a regula-
ción). En el Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (ETOSS),
el esquema asociado a los ingresos de las empresas reguladas es inclu-
so más directo: el ente establece su propio presupuesto y los recursos
provienen fundamentalmente de un porcentaje (2,67%) de la factura-
ción de Aguas Argentinas S.A. Por último, a diferencia de los demás
organismos que elaboran su propio presupuesto –y generan sus pro-
pios ingresos–, los de la Comisión Nacional de Regulación del Trans-
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porte (CNRT) y del reciente OCCOVI se derivan directamente del
presupuesto nacional a través del Ministerio de Economía y Obras y
Servicios Públicos.

En principio, el financiamiento a partir de una tasa porcentual so-
bre los ingresos de las empresas reguladas permite, en teoría, que los
entes no se vean afectados por las restricciones crecientes del presu-
puesto público y, a la vez, resguarda su autonomía respecto del poder
político. Sin embargo, crea un problema de incentivos ya que los in-
crementos tarifarios y el correspondiente aumento de la facturación
aumentan los recursos de los respectivos entes. Difícilmente los orga-
nismos avanzarían en medidas que tengan como efecto “no deseado”
la reducción de su presupuesto.

Antes de concluir con los elementos centrales que hacen a la
institucionalidad normativa y reguladora en el campo de los servicios
públicos privatizados, cabe incorporar algunas breves referencias vin-
culadas a otras instancias relacionadas con el tema así como a deter-
minados organismos públicos con cierta injerencia en el campo de las
privatizaciones.

En primer lugar, debe destacarse la figura de las audiencias públi-
cas no vinculantes. Así, por ejemplo, en los casos del gas natural y la
electricidad, las audiencias públicas son de convocatoria obligatoria
para el tratamiento de determinados temas (revisiones tarifarias, de-
bate en torno a posibles conductas anticompetitivas, abuso de posi-
ción dominante, etc.). En los casos del servicio de telecomunicaciones
y de aguas y saneamiento pueden ser convocadas con absoluta
discrecionalidad por parte del respectivo ente regulador (en el caso de
las telecomunicaciones, sólo se concretaron ante el rebalanceo de las
tarifas telefónicas (RBT) y ante modificaciones en el reglamento a los
usuarios). En general, y muy particularmente en este último caso,
han primado determinadas prácticas dilatorias y/o discriminatorias
que casi tornaron marginal la participación de los usuarios y consu-
midores. Por su parte, el ETOSS sólo convocó a audiencias públicas
en dos oportunidades: la primera ante la decisión de dar participación
a los usuarios (la comisión consultiva) y la segunda (junio de 2000)
ante la demorada revisión ordinaria correspondiente al primer quin-
quenio de la concesión. En otros casos, como las convocadas por la
CNRT en las renegociaciones ferroviarias, tal convocatoria obedeció a
disposiciones judiciales. De todas maneras, con mayor o menor in-



93

DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN, A FINES DE 2001, DE LAS ÁREAS Y...

tensidad, las asimetrías de información, la convocatoria con apenas
45 días de anticipación para el tratamiento de un expediente de más
de 15.000 fojas (como en el caso de la revisión tarifaria del gas natural
en 1997) y la total desatención a las posiciones y/o críticas emergen-
tes de tales audiencias (como en el caso de la renegociación de los
ferrocarriles de pasajeros donde pocas horas después de concluida la
Audiencia Pública se publicó el correspondiente decreto que, natural-
mente, no recogía ninguna de las posiciones vertidas en tal audiencia
por los representantes de los usuarios), entre otros factores, han tor-
nado prácticamente en una formalidad catártica la realización de Au-
diencias Públicas en el ámbito de las privatizaciones.

Más allá de la figura de las Audiencias Públicas, cabría referirse a
otras instancias o agencias dependientes directa o indirectamente del
Poder Legislativo. En el primer caso se trata de la Comisión Bicameral
de Seguimiento de la Reforma del Estado y las Privatizaciones, com-
puesta por seis diputados y seis senadores. Su acción al cabo del dece-
nio de los años noventa ha sido, en general, de convalidación y
complacencia casi absoluta con todo lo acordado entre el P.E.N. y las
empresas prestatarias.

Por su parte, la Auditoría General de la Nación tiene competen-
cia en el control de las privatizaciones y de los propios entes regula-
dores (tanto en materia de revisión de estados contables como en el
cumplimiento de sus misiones y funciones). Entre sus misiones es-
tán la de auditar y controlar incluso el incumplimiento de las cláu-
sulas contractuales, y la de elevar informes de auditoría a los propios
entes y a los organismos del P.E.N. de incumbencia en cada una de
las áreas. Salvo contadas excepciones tales informes y auditorías han
sido ignorados por los respectivos organismos públicos.47

También cabe destacar al Defensor del Pueblo de la Nación, orga-
nismo creado por ley en 1993 y con rango constitucional desde 1994.
En materia de privatizaciones interviene en aquellos temas que afec-
tan en especial a los usuarios residenciales. Tiene facultades para ac-
tuar judicialmente ante denuncias concretas de los damnificados o

47. Una de ellas fue a través de la entonces C.N.T., al hacer cumplir con las cláu-
sulas de neutralidad tributaria a las empresas telefónicas al obligarlas a transferir a las
tarifas de los usuarios los menores costos derivados de la exención del pago del Im-
puesto sobre los Ingresos Brutos en el ámbito de la Capital Federal.
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incluso de oficio. En los últimos años se asiste a un incremento siste-
mático de las denuncias sobre servicios públicos, las que, en general,
tienden a corresponderse con los temas coyunturales de mayor signi-
ficación (caso Rebalanceo de las Tarifas Telefónicas en 1997,
renegociación con los ferrocarriles en 1998 y, recientemente, ante la
aplicación de ajustes tarifarios del gas natural y en la revisión
quinquenal del servicio de aguas y saneamiento).

En síntesis, y más allá de estas otras instancias indirectas, la trama
normativa y reguladora y la propia institucionalidad en la que se inscri-
be y/o sustenta poco han aportado a la resolución de los principales
problemas e impactos negativos derivados del programa de privatización.
Se trata, en su casi totalidad, de acciones y omisiones que han termina-
do por construir y consolidar un escenario privilegiado por las políticas
públicas.

En esa dirección, en suma, vale reiterar que la “debilidad” y “pre-
cariedad” reguladora que caracteriza a la experiencia de privatización
en la Argentina (inexistencia o formulación –tardía, limitada cuando
no precaria– de marcos reguladores, constitución de débiles agencias
reguladoras –casi en todos los casos con posterioridad a la transferen-
cia de los activos y en no pocos casos con claros signos de captura por
parte de la/s empresa/s reguladas y/o del P.E.N.–, recurrentes
renegociaciones contractuales, desatención –derivada de la despreo-
cupación– oficial por la defensa de la competencia y el consumidor, la
sistemática subordinación de los intereses sociales a los de los consor-
cios que resultaron adjudicatarios de las empresas privatizadas), los
llamados “defectos” o “problemas de diseño” normativos y regulado-
res que se manifiestan en el campo de los servicios privatizados, han
resultado plenamente funcionales a los intereses de los grandes con-
glomerados locales y extranjeros que a partir de su activa presencia en
los distintos procesos de privatización han pasado a constituirse en el
núcleo hegemónico del poder económico en el país y, por tanto, en el
referente obligado en la propia formulación de las políticas públicas.

Ello queda claramente de manifiesto en otro de los campos decisi-
vos de la regulación pública, como es el que se refiere a la regulación
de la propiedad en un contexto de transferencia de monopolios públi-
cos a mono u oligopolios privados.

En consonancia con los objetivos perseguidos (por supuesto nun-
ca enunciados), como fuera resaltado en páginas anteriores, el pro-
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grama privatizador desarrollado en la Argentina asumió un papel
protagónico como propulsor del proceso de concentración y centrali-
zación del capital. Tanto por las modalidades que adoptó la
privatización de la mayor parte de las empresas públicas, como por
las debilidades y omisiones en materia de defensa de la competencia –
no sólo en el plano normativo sino también en la propia acción
reguladora–, el programa desestatizador emerge como un hito funda-
mental en la dinámica y en los alcances de la concentración y centra-
lización del capital en el país.

Sin duda, esa creciente polarización del poder económico se ha
visto potenciada frente a la debilidad –y/o inacción– en materia de
legislación anti-trust y de defensa de los derechos de usuarios y con-
sumidores48. En ese marco cabe resaltar, en especial, la escasa preocu-
pación normativa y reguladora que ha merecido la llamada defensa de
la competencia.

El introducir competencia y el promover y aun forzar patrones de
comportamiento empresario que se asemejen, en todo lo posible, a
los esperables en mercados más o menos competitivos constituyen
mecanismos ineludibles en materia de regulación de monopolios na-
turales. La regulación de la propiedad emerge en ese sentido como un
componente insoslayable. Si bien se trata de principios elementales
de la regulación pública, en la experiencia argentina sólo han sido
contemplados –insuficiencias y debilidades reguladoras implícitas
mediante– en el campo de las privatizaciones realizadas en la provi-
sión de gas natural y de energía eléctrica (las únicas concretadas al
amparo de leyes específicas; las únicas que contemplan ciertas restric-
ciones en materia de defensa de la competencia).

En ambos casos, la desintegración vertical y horizontal de las ex-
empresas públicas en varias unidades de negocios –tanto a nivel de
generación (en el caso eléctrico) como de transporte y distribución
(en los dos sectores)– procuraba segmentar las respectivas activida-
des y con ello introducir ciertos niveles de competencia “por compa-

48. Incluso, el Artículo 25 de la Ley Nº24.240 (de Defensa del Consumidor)
señala, en el capítulo vinculado con los usuarios de servicios públicos domiciliarios,
que: “Los servicios públicos domiciliarios con legislación específica y cuya actuación
sea controlada por los organismos que ella contempla, serán regidos por esas normas,
aplicándose la presente ley supletoriamente” (cursiva propia).
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ración”. En ese sentido, en ambos casos se establecieron diversas res-
tricciones o limitaciones en cuanto a posibles vínculos de capital en-
tre empresas que operaran en las distintas fases de las respectivas
cadenas así como, en el caso eléctrico, en un mismo segmento de la
misma (en particular, en el campo de la transmisión y la distribu-
ción), tendientes a evitar la reconcentración y la reintegración verti-
cal u horizontal de los respectivos sectores, y sus consiguientes
impactos sobre la posibilidad de introducir algún grado de competen-
cia en tales mercados.

De todas maneras, en ambos casos las disposiciones referidas a la
regulación de la propiedad establecidas en las respectivas leyes se tor-
naron mucho más laxas y permisivas en sus respectivos decretos re-
glamentarios y, más aún, en la posterior acción reguladora oficial49.
En suma, aun en estos dos casos la captura institucional parecería
comprender e involucrar diversas instancias de la regulación pública
(como en este caso la actual Secretaría de la Competencia, la
Desregulación y la Defensa del Consumidor y los respectivos entes
reguladores).

La inexistencia de normas antimonopólicas específicas en los res-
tantes servicios públicos privatizados ha derivado en la preservación
de mercados fuertemente imperfectos y, a la vez, en el consiguiente
fortalecimiento de aquellas fuerzas centrípetas que favorecen o indu-
cen el acceso a crecientes niveles de concentración –vertical u hori-
zontal– de tales mercados.

Ello se ha visto agravado frente a las manifiestas debilidades e
imprecisiones de la legislación local de defensa de la competencia. En
efecto, a lo largo de los años noventa y al tiempo que se transferían
monopolios naturales desde la esfera pública a la privada continuó
vigente el Decreto-ley Nº22.262, sancionado por la dictadura militar
a mediados de 1980. Recién en agosto de 1999 y luego de más de ocho
años de tratamiento parlamentario de diversos proyectos, fue sancio-
nada la Ley Nº25156 que introdujo una serie de mejoras sobre aquel
(en particular en lo referido al control previo de las fusiones y adqui-
siciones).

49. Véase al respecto Azpiazu, D. (2001), “Privatizaciones y regulación pública
en la Argentina. Captura institucional y preservación de beneficios extraordinarios”,
en Azpiazu, D., Forcinito, K. y Schorr, M., op.cit.
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De todas maneras, en el ámbito de aquellos mercados sujetos a
regulación pública (como los de los servicios privatizados) las dife-
rencias entre ambas normas no resultan ser tan sustantivas o, por lo
menos, plantean ciertos interrogantes en cuanto a la respectiva inter-
pretación de las mismas. En efecto, bajo la vigencia del Decreto-ley
Nº22.262, una conceptualización sesgada del Artículo 550 derivó en
su no aplicación en el ámbito de los servicios públicos privatizados51.
Por su parte, la nueva y demorada ley de defensa de la competencia
no incorpora mayores precisiones al respecto. Por el contrario, el tex-
to de dos de sus artículos alienta interpretaciones contradictorias o
podría devenir en ellas. Así, en el Artículo 16 inserto en el capítulo
vinculado con concentraciones y fusiones se señala que: “Cuando la
concentración económica involucre a empresas o personas cuya acti-
vidad económica esté reglada por el Estado nacional a través de un
organismo de control regulador, el Tribunal Nacional de Defensa de
Competencia, previo al dictado de su resolución, deberá requerir a
dicho ente estatal un informe opinión fundada sobre la propuesta de
concentración económica en cuanto al impacto sobre la competencia
en el mercado respectivo o sobre el cumplimiento del marco regula-
dor respectivo”. Por su parte, el Artículo 59 establece que “queda de-
rogada toda atribución de competencia relacionada con el objeto
finalidad de esta ley otorgada a otros organismos o entes estatales”.

Si bien este último artículo parecería concentrar todo el poder re-
gulador antimonopólico en el –todavía demorado en su constitución–
Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia, la experiencia re-
ciente muestra que, a más de dos años de vigencia de la ley, sus inter-
venciones en el ámbito de los sectores privatizados se han limitado a
un demorado dictamen no vinculante referido a las tenencias accionarias
del grupo Endesa en Edenor y Edesur, al rechazo –igualmente con-
temporáneo a las propias decisiones empresarias– de la fusión entre el
Correo Argentino y OCA, y al dictamen recientemente elaborado res-
pecto a las tenencias en empresas eléctricas locales por parte del gru-

50. El artículo estableció que quedaban exceptuadas aquellas actividades “que se
atengan a normas generales o particulares o a disposiciones administrativas dictadas
en virtud de aquéllas”.

51. García, A. (2000), “¿Habrá una política antimonopólica?”, Revista Realidad
Económica, N° 170, Buenos Aires.
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po chileno Gener controlado ahora por The AES Corporation. Sin
duda, atento a la celeridad del proceso de reconcentración horizontal
y vertical de las cadenas gasíferas y eléctricas, la inacción oficial en la
materia es una manifestación más de esa captura institucional (ampa-
rándose en el texto del Artículo 59 de la Ley de Defensa de la Compe-
tencia, los entes reguladores de ambos sectores han optado por no
actuar en la materia, más allá de lo que se desprende de las misiones y
atribuciones consagradas en las respectivas leyes marco).

Las debilidades e imprecisiones de la legislación antimonopólica
se conjugan así con la despreocupación oficial por introducir compe-
tencia en los servicios públicos privatizados, tanto en el plano norma-
tivo como regulador. Ello ha asumido un papel protagónico en el
ejercicio pleno del poder de lobbyng y en el despliegue de estrategias y
prácticas abusivas por parte de los grandes grupos económicos –con-
cordantes con sus posiciones dominantes en los mercados–; en otras
palabras, el desenvolvimiento natural de las asimétricas “fuerzas de
mercado”.

En síntesis, el reconocimiento implícito de las fuerzas de coerción
del poder económico y político devino, naturalmente, en una amplia
gama de acciones –y no menos importantes omisiones– en materia
normativa y reguladora que no parecen ser meras consecuencias de
las urgencias e improvisaciones originales sino, por el contrario, una
estrategia institucional plenamente funcional a los intereses de las
actuales fracciones hegemónicas del capital concentrado local.

Por último, los denominados “defectos” o “problemas de diseño”
de regulación, los llamados “errores” derivados de la premura
privatizadora, no son más que manifestaciones de un fenómeno mu-
cho más complejo: la plena funcionalidad de la regulación pública o
la captura institucional del Estado en sus más diversas instancias bajo
los intereses y la lógica de acumulación y reproducción del capital de
los grandes conglomerados locales y extranjeros con una muy activa
presencia en los distintos procesos de privatización.
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Cuadro Anexo Nº 1
Evolución de las ventas, las utilidades y la tasa de rentabilidad sobre

ventas de la elite empresaria local según el vínculo de las firmas con el
proceso de privatizaciones, 1993-2000

(millones de pesos/dólares y porcentajes)

Total Privatizadas Vinculadas a las No priva-
privatizaciones* tizadas

1993
Empresas 200 23 33 144
Ventas 62.006,5 13.629,4 8.049,5 40.327,7
Utilidades 2.809,2 1.502,1 273,0 1.034,1
Util./Ventas 4,5 11,0 3,4 2,6

1994
Empresas 200 24 33 143
Ventas 73.571,7 15.746,4 10.796,7 47.028,6
Utilidades 4.134,9 1.647,6 567,7 1.919,6
Util./Ventas 5,6 10,5 5,3 4,1

1995
Empresas 200 24 36 140
Ventas 79.706,2 17.543,5 12.499,6 49.663,1
Utilidades 4.638,1 2.253,6 1.223,5 1.161,0
Util./Ventas 5,8 12,8 9,8 2,3

1996
Empresas 200 27 36 137
Ventas 85.179,8 19.430,7 13.979,3 51.769,8
Utilidades 3.636,4 2.181,7 890,6 564,2
Util./Ventas 4,3 11,2 6,4 1,1

1997
Empresas 200 28 36 136
Ventas 94.865,8 19.778,2 16.675,7 58.411,9
Utilidades 4.428,5 2.415,9 1.528,4 484,2
Util./Ventas 4,7 12,2 9,2 0,8

1998
Empresas 200 25 32 143
Ventas 103.777,5 20.749,1 18.396,8 64.631,6
Utilidades 3.897,3 2.166,8 1.139,3 591,1
Util./Ventas 3,8 10,4 6,2 0,9

1999
Empresas 200 29 31 140
Ventas 101.583,5 22.650,0 17.781,0 61.152,6
Utilidades 2.374,2 1.771,3 782,1 -179,1
Util./Ventas 2,3 7,8 4,4 -0,3

2000
Empresas 200 30 27 143
Ventas 104.498,9 25.170,3 16.182,0 63.146,6
Utilidades 2.522,4 2.214,6 1.088,4 -780,6
Util./Ventas 2,4 8,8 6,7 -1,2

Prom. 1993-2000
Empresas 200 26 33 141
Vtas 88.148,7 19.337,2 14.295,1 54.516,5
Util 3.555,1 2.019,2 936,6 599,3
Ut./vtas 4,0 10,4 6,6 1,1

* Se trata de aquellas firmas que participan en la propiedad accionaria de algunas de las
empresas privatizadas.
Fuente: Área de Economía y Tecnología de la FLACSO en base a balances de las empre-
sas.


